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Derechos humanos y energía 
El caso de México

Mtro. Sergio Ampudia Mello

El análisis del binomio derechos humanos y ener-
gía ha venido adoptando una serie de explica-
ciones determinadas sucesivamente por dife-

rentes causas, cuya coincidencia se explica tanto por la 
progresividad de los derechos humanos, como por el 
desarrollo tecnológico impulsado por la dinámica del 
mercado sujeta a la lógica del liberalismo económico, 
que coincide con el tránsito de la economía feudal a la 
forma de producción industrial, con los consiguientes 
cambios políticos y sociales cuyas contradicciones han 
venido formando parte de la preocupación estatal, como 
una manera de procesar las tensiones provocadas por 
las contradicciones del modo de producción capitalista.

Desde esa perspectiva, este análisis se propone revisar 
los momentos y las razones por las cuales los derechos 
humanos se han cruzado con la producción y aprove-
chamiento de la energía, en cuanto a que el reconoci-
miento de los derechos civiles y políticos, así como los
sociales, económicos  y culturales contribuyeron de ma-
nera relevante a que la libertad de industria y de trabajo 
favorecieran el impulso al desarrollo económico de las 
comunidades humanas y que sus límites obedecieran a las 
variables del mercado, sin que la intervención pública se 
constituyera en un obstáculo para ello, en tanto no se afec-
taran derechos de terceros o de la sociedad, en general.

Ese período coincidió con la aparición del capitalismo con-
currencial y, por ello, con la formación originaria de capital 
cuyos excesos en la explotación de la mano de obra y en 
el detrimento de las condiciones de prestación del trabajo 

asalariado, trajeron como consecuencia la necesaria inter-
vención estatal para procesar y limitar esas contradicciones.
Esto, favoreció la intervención pública para que, apartán-
dose abiertamente de los postulados del individualismo 
liberal, se reconocieran y tutelaran aquellos que represen-
tan el interés de la colectividad, en cuanto a sus intereses 
colectivos y difusos respecto de los cuales el mercado 
no tiene la capacidad de reflejar precio, en tanto se tra-
ta de bienes públicos cuya tutela corresponde al Estado.

Finalmente, el desarrollo tecnológico de 
los sistemas de energía, su accesibilidad y el
crecimiento exponencial de las tecnologías de infor-
mación y comunicación a través del aprovechamien-
to intensivo del espectro radioeléctrico han hecho po-
sible que, a esa clasificación original de Karel Vasak, 
en 1979, en cuanto consideraba la existencia de tres
generaciones de derechos humanos, se agre-
gara una cuarta que considera el uso de la
electricidad para procurar formas muy avan-
zadas de comunicación, como no se había
observado antes en la historia de la Humani-
dad. Aquella constituye otra especie de derecho
humano “a la comunicación electrónica”.

En México, sin embargo, habría que preci-
sar tres aspectos singulares: 1) la aparición tardía
del capitalismo (150 años después del euro-
peo) lo encuentra rezagado en la explotación y
aprovechamiento de sus recursos naturales, es-
pecialmente del petróleo, que está en manos
de extranjeros; 2) la recuperación de los recur-
sos energéticos descansó en la intervención
decidida del Estado bajo la forma del nacio-
nalismo energético -a partir de 1938 con la
expropiación petrolera y luego la estatiza-
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ción de la electricidad en 1960- ha venido
formando parte del proyecto de Nación; 3) des-
de esa visión de gobierno, el acceso de la
población a los recursos energéticos asequi-
bles es una preocupación del poder público, por
lo que su suministro responde a los mismos prin-
cipios de la tutela de los derechos humanos
en el campo de la energía.

Este número de Perspectivas Energéticas tiene a bien de-
jar constancia de un análisis que pudiera resumirse en:

- La energía, como insumo clave para la actividad y con-
fort humano coincide con el reconocimiento, protec-
ción y tutela de los derechos humanos a partir del uso 
de los hidrocarburos. Primero, para obtener vapor ba-
rato proveniente del carbón mineral y, segundo, como 
combustible, a partir de su refinación, en los motores de 
combustión interna. La electricidad, a partir de la apari-
ción del foco y de las compañías eléctricas centralizadas;

- La progresividad de los derechos humanos ha venido 
coincidiendo con el crecimiento económico basado en 
la manufactura, en principio, y, en función de las tecno-
logías de la información, se ha ido trasladando al sec-
tor servicios, especialmente con el uso de la internet; y,

- La aparición y desarrollo de nuevos modelos de negocio 
basados en el uso intensivo de tecnologías de comunica-
ción, harán necesario que el Estado intervenga para crear las 
condiciones jurídicas y materiales que faciliten el acceso de 
la población a los derechos humanos de cuarta generación. 
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Análisis

Consideraciones generales sobre derechos humanos, crecimiento económico y gestión energética

Mtro. Sergio Ampudia Mello

Introducción

Los términos formales

En el panorama mundial el reconocimiento de los 
derechos humanos se encuentra íntimamente 
vinculado a la aparición del pensamiento liberal 

y, en esa tesitura, a la diferencia de sus dos visiones es-
tructurales: el liberalismo político y el liberalismo econó-
mico de cuya dinámica independiente resultó la forma 
de producción capitalista que bajo la idea de la libertad 
económica alentó, por una parte, la libre competencia, la
búsqueda de utilidades y el bienestar individual, y, 
por otra, la democracia como fórmula de conduc-
ción social del Estado bajo cuyos principios se cons-
truyó la aparición de un sistema jurídico de pesos y 
contrapesos contemplado por la Constitución como 
expresión jurídica de esas relaciones novedosas.

Brom afirma que “el período de formación del capitalismo 
fue también el de la construcción de los Estados nacionales y 
el debilitamiento de las estructuras feudales” (2008, p. 102).

Por ende, la dicotomía sociedad civil y sociedad política 
es objeto de conocimiento de la Ciencia Política, no del 
Derecho, pero en cuanto se juridifican en el ámbito de la
Constitución Política las diferencias entre una y 
otra corresponde intervenir al Derecho para pro-
cesar los conflictos jurídicos que se presentan.

A partir del liberalismo económico, en efecto, se desa-
rrolla el capitalismo cuya connotación más precisa es la 
propiedad privada de los medios de producción y respon-
de al desarrollo de las fuerzas productivas que, a partir 
de la Revolución Industrial en el campo económico y so-
cial y los principios y valores impulsados en la indepen-
dencia norteamericana y la Revolución Francesa1, dieron 
paso a un modo de producción industrial o manufactu-
rero con todos los cambios que ello significó, incluyen-
do la reformulación de la relación gobierno-sociedad.

Como fenómeno disruptivo de las relaciones humanas, 
este empezó durante el siglo XVII, alcanzó su pleno de-
sarrollo como concurrencial o pre-monopolista alrede-
dor de 1860 y se transformó en monopolista a principios 
del siglo XX. A partir de esa fecha, sus crisis recurrentes 
han marcado no solo el replanteamiento intervencionis-
ta del Estado sino los modos de acumulación de capi-
tal y, por ende, el avance y reconocimiento de los dere-
chos humanos, como este trabajo pretende demostrar.

Ashton puntualiza que “los cambios no fueron tan solo

1 Véanse la “Declaración de los Derechos de Virginia” del 12 de 
junio de 1776, especialmente su Preámbulo y sus artículos II y III; 
la “Declaración de la Independencia Norteamericana” del 4 de julio 
de 1776; así como la “Declaración de los Derechos de Hombre y del 
Ciudadano Francés” del 26 de agosto de 1789, especialmente su ar-
tículo 16 que, respectivamente, explicitan el tránsito de los derechos 
naturales en derechos fundamentales.
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estos conflictos también puede adoptar la cooptación de las re-
formas de los movimientos radicales que pueden acomodarse 
dentro del sistema (políticas de bienestar social, seguro social, 
asistencia médica gratuita, etcétera) (Hamilton, 1976, p. 209).

A esos mecanismos, agregaría que el proceso de mane-
jo del conflicto puede concluir en el reconocimiento de 
los derechos fundamentales, es decir, de los derechos 
humanos por parte del Estado de acuerdo a la idea de 
procesar políticamente una agenda social conveniente. 

En este último caso, el Estado responde a una visión 
jurídica iusnaturalista, iuspositivista o bien, a ambas, al-
ternativamente: en cuanto a la primera, reconoce la va-
lidez de una postura de la sociedad civil con capacidad 
de expresarse políticamente a partir de sus derechos 
fundamentales, que pueden ser de varios órdenes; en la 
segunda, decide conceder a los integrantes de la comu-
nidad un ámbito de facultades que limitan la esfera de 
competencia del Estado siendo, finalmente, una autoli-
mitación; cuando ocurre alternativamente que inicialmen-
te corresponde un criterio y luego el otro, se ha debido 
a razones de legitimidad requeridas por el Estado para 
procesar las contradicciones del modelo económico2.

Los términos reales

Hasta ahora, he abordado las generalidades que des-
criben el tránsito de los derechos humanos y las con-
dicionantes políticas y económicas con el propósito 
dejar claro que, en principio, se trata de derechos pú-
blicos subjetivos cuyo reconocimiento formal se da en 
función de la aprobación estatal siempre y cuando ello 
no obstaculice o bien así convenga al modelo de desa-
rrollo capitalista, sin que eso signifique que se trata de 
una autorización o reconocimiento gracioso del Estado, 
sino de una decisión estratégica pertinente para proce-
sar las contradicciones, cuya atención corresponde a este.

Al respecto, Gabino Fraga al analizar jurídicamente el al-
cance de la actividad del Estado que se realiza en forma de 
función ejecutiva, habla de los derechos públicos subjeti-
vos sin identificarlos aún como derechos humanos, señala:

2 Para el autor del presente trabajo, la postura doctrinal es intrascen-
dente en la medida que quede juridificada en la Constitución en los 
términos que observó Lasalle, como un tema de poder. Ver Bobbio, 
Norberto. Estado, Gobierno y Sociedad. Por una teoría general de la Política. 
Fondo de Cultura Económica, 1999.
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“industriales”, sino también sociales e intelec-
tuales. El término “revolución” implica un cam-
bio repentino que no es, en realidad, caracterís-
tico de los procesos económicos” (1975, p. 9).

En estas circunstancias, va apareciendo el concepto de 
derechos humanos -cuya primera generación, como ve-
remos, es el reconocimiento de los derechos civiles y 
políticos- que se describen como un conjunto de atri-
buciones que corresponden a la persona humana por 
el solo hecho de serlo, pero correlativamente, también, 
de restricciones (obligaciones de no hacer) o de accio-
nes (obligaciones de hacer o de dar) de la sociedad po-
lítica hacia la sociedad civil, según la época y el lugar.

Como afirma Norberto Bobbio:

En una primera aproximación se puede decir que la sociedad civil 
es el lugar donde surgen y desarrollan los conflictos económi-
cos, sociales, ideológicos, religiosos, que las instituciones estata-
les tienen la misión de resolver mediándolos, previniéndolos o 
reprimiéndolos. Los sujetos de estos conflictos y por tanto de la 
sociedad civil, precisamente en cuanto contrapuesta al Estado,
son las clases sociales, o más ampliamente los grupos, los movi-
mientos, las asociaciones que las representan o se declaran sus 
representantes; al lado de las organizaciones de clase, los gru-
pos de interés, las asociaciones de diverso tipo con fines socia-
les e indirectamente políticos, los movimientos de emancipación 
de grupos étnicos, de defensa de derechos civiles, la liberación 
de la mujer, los movimientos juveniles, etcétera (1999, p. 43).

Para esa revisión es indispensable entender el papel fun-
damental progresivamente asumido por el Estado: a par-
tir del siglo XVIII aparece como una organización jurídi-
co-política cuyo papel formal es abstenerse de intervenir 
en la economía con respeto a las libertades económicas 
y políticas de los gobernados, pero que a partir de las 
contradicciones de todo orden que engendra el modo de 
producción capitalista, a fin de resolverlas, va asumiendo
diversas funciones de intervención para mante-
ner el impulso del crecimiento económico y, fi-
nalmente, corrigiendo las fallas del mercado.

El manejo de las contradicciones a nivel político abar-
ca el de los conflictos de clases para conservar el orden 
y la estabilidad necesarios en la producción capitalista. 

En general, esto ha exigido alguna forma de institucionalización 
de los conflictos de clases (…) El manejo o la manipulación de 



ciales de que el Estado procure las condiciones jurídi-
cas y materiales que permitan el acceso como derecho 
humano de ciertos grupos sociales a algunos satisfacto-
res, tendrían la misma finalidad, pero diferentes medios.

Faltaría agregar que es innegable la presencia de un as-
pecto exógeno a la relación de los derechos humanos 
con la energía que habrá que tener en cuenta en tanto 
estos son universales, indivisibles, interdependientes y 
progresivos: la madurez de los sistemas energéticos y el 
desarrollo de los sistemas de comunicación suelen carac-
terizar la historia del capitalismo -e incluso de sus crisis. 
Esto es, cuando han concurrido innovaciones tecnoló-
gicas en uno y otro campo los precios de la energía se 
abaratan de manera exponencial pero también las co-
municaciones y el intercambio de mercancías se acelera
provocando desajustes estructurales a toda la econo-
mía en general, como ha ocurrido con el vapor bara-
to, la imprenta, el petróleo y sus derivados, la comuni-
cación radio-eléctrica, la internet y las energías limpias.

Desde esta perspectiva, siguiendo a Rifkin, cuando en 
la historia económica concurre el desarrollo de siste-
mas de energía con sistemas de comunicación, como ha 
ocurrido en las tres primeras revoluciones industriales, 
la vinculación establece un cambio estructural que mo-
difica tanto las relaciones de carácter económico como 
las de relaciones sociales y, consecuentemente, definen 
el modo en el que va a intervenir el Estado; esto es en 
la primera revolución industrial el vapor barato aunado 
al desarrollo de la imprenta y de sistemas de educación 
para habilitar a la mano de obra que se incorporaría a 
las actividades productivas que requería el comercio.

En la segunda revolución industrial la aparición del 
motor de combustión interna y su eventual uso en las 
actividades militares de la primera guerra mundial tam-
bién trajeron el desarrollo en los sistemas de comunica-
ción radioeléctrica con lo cual se da el salto cualitativo 
que permite el acelerado crecimiento del comercio, y 
en la tercera revolución industrial por su parte la apari-
ción de la internet y el abaratamiento de la generación 
de electricidad a partir de fuentes limpias especialmen-
te fuentes fotovoltaicas y eólicas que no utilizan como 
combustible primario una energía fósil han generado 
también un salto cualitativo que habría que considerar.
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En ese nuevo concepto se considera que el derecho subjetivo está 
constituido esencialmente por un poder de exigir una prestación, 
poder que está condicionado por tres elementos: 1º, que haya para 
el sujeto pasivo una obligación jurídica resultante de una regla de 
derecho; 2º, que esa obligación haya sido establecida para dar satis-
facción a ciertos intereses individuales; 3º, que el sujeto activo del 
derecho sea precisamente titular de uno de esos intereses en aten-
ción a los cuales se ha establecido la obligación (Fraga, 2022, p. 410).

Por lo tanto, el reconocimiento de los derechos huma-
nos relacionados con la energía en cualquiera de sus 
formas (electricidad, vector energético o petrolíferos), 
responde a una preocupación económica, directa o indi-
recta, ya sea que su aprovechamiento tenga por objeto el 
consumo doméstico -confort térmico o iluminación- o 
económico, ya sea para intervenir como agente económi-
co en la cadena de generación y de distribución o como 
insumo para llevar a cabo un proceso de producción.

En  un  caso, tiene una implicación social, en otro, económica.

En cuanto a energía se refiere, apuntaría que es recíproca 
la relación que el particular mantiene con el Estado en 
esa materia y, por lo tanto es exigible o bien es condi-
cionada, en tanto el acceso a esta resulta de interés de 
uno y/o del otro: si el derecho de acceso a la energía 
responde a la estrategia de crecimiento económico, las 
condiciones jurídicas y materiales que lo permitan for-
man parte del interés público; si la exigencia proviene del
interés privado -individual o colectivo- los mecanis-
mos de exigibilidad pasan por los derechos humanos.

Hemos apuntado que puede ello ocurrir a partir de la 
lógica naturalista que afirma que por encima del De-
recho positivo existe un Derecho natural cuyos prin-
cipios son válidos para todo tiempo y lugar. A con-
trapelo, existe una postura positivista que considera 
que solo el derecho producido por el orden jurídi-
co centralizado (Estado) puede ser exigible para este.

Me parece muy importante destacar una relación ambiva-
lente: Por un lado, el interés estatal asociado al crecimien-
to económico intenta y procura crear las condiciones que 
permitan que la energía se convierta en un insumo que per-
mita la transformación en un escenario donde la industria-
lización ha sido adoptada como estrategia de crecimiento 
mientras que por otro lado frente a la preocupación 
que ya existe. En el contexto de las organizaciones so-
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Desde luego el desarrollo tecnológico, dentro del cual se 
encuentra considerado las formas de generación y distri-
bución de energía, funciona de manera simultánea en la 
aparición de las de los intercambios favorecidos por el 
mercado. Hemos hablado que la existencia de fuentes de 
energía limpias o renovables, podrían establecer ya algu-
na vinculación con el modelo de crecimiento basado en 
el uso intensivo de la energía y la emisión de gases de
efecto invernadero, y en consecuencia al abaratarse la 
energía pero al mismo tiempo dado el cambio tecnoló-
gico, mitigar o reducirse las inversiones, las emisiones 
de gases de dióxido de carbono derivados de la com-
bustión de fuentes fósiles, estaríamos hablando que la 
generación misma de energía estaría relacionada con el 
derecho humano, medio ambiente sano, simultánea-
mente a la perspectiva de que la energía como tal pudie-
ra considerarse como un facilitador para el ejercicio de 
derechos humanos más complejos de cuarta generación.

Antes de abordar la conveniencia de ser una clasificación 
de los derechos humanos en función de las generacio-
nes que dada la relación entre los factores de la produc-
ción, el desarrollo económico, el comercio y el desarro-
llo tecnológico podemos observar que hay una evidente 
migración estructural que no se había observado ante-
riormente, así como ocurrió en la primera revolución in-
dustrial que se trasladó el crecimiento económico del 
sector agrícola, del sector manufacturero, asistir al sector 
industrial intensivo en el consumo de energía, ya sea al 
vapor, petrolíferos y sus derivados, ya sea incluso energía 
limpia, estaríamos observando que la actividad económi-
ca preponderante ya no es la manufactura sino el sector 
servicios, y seguramente ello obedece al enorme desarro-
llo de las tecnologías de la información de la comunica-
ción, esencialmente a la inteligencia artificial y el manejo
de grandes volúmenes de datos que servirán en todo caso 
para alentar actividades productivas que se apartarían sus-
tancialmente de la idea liberal del crecimiento económico.
Aparte de la manufactura que hemos venido ob-
servando y estaríamos en presencia de una cuar-
ta generación de derechos humanos que se-
ria la del derecho a la comunicación electrónica.

En ese sentido, en atención a la necesidad de adoptar un 
enfoque comprehensivo que distinga tanto la naturaleza 
específica de los derechos humanos que sucesivamente 
se han ido reconociendo a partir de la Revolución Fran-

cesa y la independencia norteamericana como sus pre-
tensiones fundamentales y, especialmente su carácter 
universal, indivisible e interdependiente en los que los 
de la última generación son síntesis de los que le pre-
cedieron, será útil recurrir a la clasificación propuesta 
por Karel Vasak en 1979, para cuyo efecto los derechos 
humanos pueden distinguirse conforme a tres genera-
ciones que responden a diversos momentos políticos, 
sociales, económicos y, de manera esperada, técnicos, 
próximamente, conforme a los cuales se enuncian3.

1) Primera Generación, derechos civiles y políticos, cuyo 
valor principal es la Libertad política y económica y que 
corresponden a ella los derechos de Libertad de expre-
sión; de Asociación; Religiosa; de Industrias y de Debido
Proceso, esencialmente;

2) Segunda Generación, derechos sociales, económicos y 
culturales, relacionados con la Equidad e Igualdad, a la 
que corresponden los derechos a la Salud, la Educación 
y  al Trabajo;

3) Tercera Generación, derechos colectivos o di-
fusos, vinculada con la Solidaridad, a la que co-
rresponden los derechos al Medio Ambien-
te Sano; al Desarrollo Sostenible; y al Consumo;

De acuerdo a la clasificación de Vasak, los derechos hu-
manos reconocidos quedarían considerados dentro de 
esas tres generaciones. Sin embargo, el desarrollo reciente 
de la tecnología de comunicación e información, espe-
cialmente la inteligencia artificial, así como la relativa a la 
energía, particularmente la renovable por cuya contribu-
ción a la descarbonización de la economía su acceso debe 
considerarse como un derecho humano, sugieren la apa-
rición de una CUARTA GENERACIÓN a la comunicación 
electrónica asociada al derecho a la internet y al procesa-
miento remoto de datos, cuyo reconocimiento propongo.
————————————————
3 La clasificación propuesta por el jurista checo Karel Vasak por primera vez 
en 1977, se utiliza generalmente  para explicar cómo a partir de los principios 
de la Revolución Francesa (legalidad, igualdad y fraternidad) los derechos 
humanos han tenido un extenso desarrollo en la comunidad internacional, 
a pesar de que responde a una visión que refleja principalmente los valores 
occidentales. Ver Vasak, Karel. Human Rights: A Thirty-Year Struggle: the 
Sustained Efforts to give Force of  law to the Universal Declaration of  Hu-
man Rights,  UNESCO Courier  30:11, Paris:  United Nations Educational, 
Scientific, and Cultural Organization, November 1977.



No puede dejar de observarse que la Primera Revo-
lución Industrial trajo el reconocimiento de los dere-
chos humanos civiles y políticos, pero esa libertad po-
lítica y económica estuvo condicionada por la aparición 
de nuevos sistemas de comunicación -la imprenta- y 
de energía, que sustituyó la fuerza humana y animal en 
realización de tareas que tenían que ver con el papel de 
gendarme que se reservó al Estado y que permitió que 
la fuerza del mercado y de la competencia trajeran un 
cambio de época. Me parece que estamos en la situa-
ción que, con las nuevas formas de creación de conoci-
miento, transmisión de datos, comunicación en tiempo 
real y energía más barata, se dará ese salto cualitativo4.

Como conclusión, se observan varios aspectos que de-
bemos tener en cuenta de manera general para estar en 
posibilidad de asociar la generación, transformación y
aprovechamiento de la energía y la relación 
de esta con los derechos humanos en Méxi-
co, de acuerdo con sus propias especificidades:

1) La tutela de los derechos humanos se inscri-
be en una serie de relaciones que pueden ser indi-
viduales, sociales, económicas, colectivas o difusas 
cuyo reconocimiento previo, corresponde al Estado;

2) También, le ha correspondido mantener las con-
diciones de producción capitalista procesando y re-
solviendo las contradicciones que ha exigido la 
formación originaria de capital, lo que incluye histó-
ricamente la explotación intensiva de los factores de la 
producción, incluyendo la mano de obra asalariada5.

3) La energía, o es un producto o es un servicio condi-
cionado a la forma de organización social que respon-
de a la pregunta de cuáles bienes y servicios, qué can-
tidad y cómo se van a producir y a qué costo social6.

————————————————
4 “En las industrias que hasta este momento hemos examinado, el 
incremento de la producción se debió a nuevas formas de energía, 
a nuevas máquinas o bien, a nuevos conocimientos derivados de las 
ciencias” (Ashton, 1975, p. 96). 
5 Walter Montenegro (1969, p. 37) afirma que: “Una distinción indis-
pensable para no partir de generalizaciones falsas que conducirían a 
conclusiones ilógicas es la que diferencia al capitalismo europeo del 
norteamericano”.

El caso de México

En el transcurso de este documento, hemos ido entreve-
rando los aspectos generales que atañen a los derechos 
humanos como derechos fundamentales, a partir de su 
inserción en el modo de producción conocido como ca-
pitalismo y, de este, notas sobre las características de la 
conducción de la organización jurídico-política que lo 
ha acompañado para mantener las condiciones de re-
producción del capital y resolver sus contradicciones.

En México, el capitalismo es dependiente, periférico y 
tardío. En este, el impulso al desarrollo económico, la 
recuperación de los recursos naturales y la industriali-
zación del país han sido las motivaciones estatales más 
significativas desde finales del siglo XIX y el siglo XX, 
que se han relacionado históricamente en el campo de 
energía, en el que el capitalismo monopólico extranjero 
(europeo en su mayoría, norteamericano en una pequeña
proporción) se apropió primero de la industria pe-
trolera en la que se caracterizó por una explotación 
desmesurada de la mano de obra y luego de la elec-
tricidad en la época pre-capitalista que comprendió 
desde el Porfiriato hasta la gestión de Ávila Cama-
cho, después de la expropiación petrolera de 1938.

Después de ella, a partir de la época de la posgue-
rra mundial y del presidente Miguel Alemán se inició 
un proceso de industrialización acelerada que se ba-
saba en la renta petrolera, los ingresos derivados de la 
exportación de minerales y granos y en el desarrollo 
de la infraestructura eléctrica, cuya mayor parte esta-
ba en poder de compañías americanas y canadienses.

Desde esa época, tanto los derechos laborales, como las 
libertades civiles y políticas quedaron subordinadas a los 
propósitos y fines del Estado: a partir de la redacción ori-
ginal del artículo 27 de la Constitución política de 1917, 
este se concibió como el representante de la colectividad7.
————————————————
6 “Cómo se organice una sociedad, es decir, cuál es el marco institu-
cional y en particular, cuáles son los mecanismos que se adopten para 
darle solución a estos problemas, son los elementos determinantes 
para juzgar el éxito o fracaso de la organización de la sociedad, con-
siderando que el objetivo último es la maximización del bienestar 
presente y futuro de los individuos, además de que este sea creciente 
en el tiempo” (Katz, 2010, p. 16).
7 Para los efectos de este documento, la Constitución política federal
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Siguiendo a Nora Hamilton,

La Constitución de 1917 consagra implícitamente la autoridad 
del Estado como encarnación del interés nacional y el respon-
sable de la educación del pueblo. Acepta el régimen de propie-
dad y las relaciones de producción capitalista, pero permite al 
Estado imponer restricciones a la propiedad privada, llevar a 
cabo una amplia reforma agraria y revisar las concesiones mo-
nopólicas otorgadas a individuos a empresas (1976, p. 207).

A partir de estos rasgos de autoritarismo constitucional 
originario es que el Estado mexicano ha permitido el 
tránsito de los derechos públicos subjetivos promovidos
activamente por el intervencionismo estatal -no por su 
abstención, como hubiera dictado la lógica liberal- para 
pasar de un régimen de “De las Garantías Individuales” 
de 1917 hasta 2011, a otro de “De los Derechos Huma-
nos y sus Garantías” debido a la reforma publicada en el
Diario Oficial del 10 de junio de 20118.

Con esa reforma se subrayan las facultades que el Esta-
do considera le asisten para mantener centralizada la ges-
tión energética a través de Petróleos Mexicanos y de la 
Comisión Federal de Electricidad, de manera opuesta a 
como se concibieron los papeles en la Reforma en Ma-
teria de Energía, publicadas en el Diario Oficial de la Fe-
deración del 20 de diciembre de 2013. Esto es, en cuanto 
a energía se refiere, el Estado mexicano, como muestra 
de un capitalismo dependiente el manejo de las contra-
dicciones lo convoca a expandir su papel en el control 
de estas y representar el papel histórico de la clase ca-
pitalista sustituyéndola en la provisión de esos bienes.

Conclusiones

En conclusión, toda vez que en el tema de energía el 
debate nunca se ha centrado en la imposibilidad o di-
ficultad para extenderla a la población, sino a quién le 
corresponde el control de la gestión, las tres generacio-
nes de derechos humanos, en los términos propues-
tos por Vasak, podrían revisarse a partir del proceso 
de industrialización del país, de la siguiente manera:
————————————————
de México es el referente formal para identificar si para el Estado 
(población y gobierno, esencialmente), los derechos públicos subje-
tivos de los gobernados pueden ser considerados como “derechos 
humanos”, ya que no todos lo son: para ello necesitan su reconoci-
miento expreso en el texto constitucional.
8 Con esta reforma, el Estado adquiere la obligación pública subjetiva

1) PRIMERA GENERACIÓN, comprendería de 1874 a 
1940, considerada una etapa pre-industrial;

2) SEGUNDA GENERACIÓN abarcaría de 1940 a 1982, que es 
el período de industrialización sustitutiva de importaciones;

3) TERCERA GENERACIÓN, que podría considerarse de 1983 
a 2013, con una regresión de 2018 a 2023 en materia de ener-
gía limpia, afectando el derecho a un medio ambiente sano.

Por supuesto, esta manera de observar la energía 
para contextualizarla en el campo de interés del Es-
tado mexicano, puede ser inusual incluso para los 
países en vías de desarrollo pero en nuestro país la 
presencia de las petroleras han condicionado un “na-
cionalismo energético” que forma parte invariable del 
proyecto de Nación, como no ocurre en otras latitudes.
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Análisis

Derechos humanos de Primera Generación
Lic. Ángel Martín Martínez Hernández

Introducción

El presente ensayo tiene como objetivo principal 
abordar la relación de los derechos humanos de 
primera generación con la energía. Al tratarse de 

los derechos humanos de primera generación se hace 
breve referencia a las consideradas fuentes doctrinarias 
y legales de los derechos humanos. Terminadas las re-
ferencias principales se procede a analizar la relación e 
importancia de los considerados derechos humanos de 
primera generación con la energía, analizando el derecho 
a la libertad, la igualdad, la legalidad y seguridad jurídica, 
la libertad de profesión, industria, comercio o trabajo, la
libertad de asociación y el derecho a la propiedad.

Orígenes y caracterización

Los seres humanos nacen libres e iguales, es la procla-
mación que años ha prevalecido por tan disímbolos doc-
trinarios, así desde John Locke hasta Hobbes diversos 
autores han otorgado a los seres humanos una cantidad 
determinada de facultades congénitas a su existencia, 
la libertad y la igualdad son los derechos que principal-
mente han sido proclamados alrededor del orbe. Tales 
derechos humanos representan el primer límite al poder 
estatal, y es el poder estatal el que limita la actividad in-
dividual con la finalidad de preservar los derechos reser-
vados al hombre. De ahí que algunos tratadistas crean 
que el Estado es quien otorga los Derechos Humanos, 
a través de la ley escrita, y es él mismo el que los limita.

El Contrato Social de Rousseau como fuente de la Declaración de 
los Derechos del Hombre y del Ciudadano.

Antes de que Jellinek escribiese su tratado sobre la Decla-
ración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano se 
afirmaba que el Contrato Social de Rousseau era la fuente 
de inspiración para la elaboración por el constituyente fran-
cés de 1789 de la reconocida Declaración de los Derechos 
del Hombre y del Ciudadano, visión que cambiaría debido 
al trabajo del jurista alemán el cual le resta validez a la tesis 
de que Rousseau sea la fuente de la Declaración francesa. 
Georg Jelllinek consideró que, por el contrato, el contrato 
social es la antítesis de la declamación francesa debido 
a que “El contrato social se resume en una sola cláusula, a 
saber: la enajenación de todos los derechos del individuo a 
la sociedad. El individuo no conserva para sí un átomo de
derecho en cuanto entra en el Estado. Todo lo que 
le corresponde en materia de derechos lo recibe de 
la volonté générale, la única que determina sus límites 
[…]” (Jellinek, Georg, 2003, pp. 85 y 86). Crítica que 
ha sido considerada, entre los que me incluyo, injusta.

Será en el libro primero del Contrato Social en el que 
Rousseau evoca a la libertad e igualdad de los hom-
bres; el primer párrafo del primer capítulo incoa una 
declaración a la igualdad humana: “El hombre ha naci-
do libre y en todas partes se encuentra encadenado. Al-
gunos se creen los amos de los demás aun siendo más 
esclavos que ellos […]” (Rousseau, Jean Jacques, 1999, 
p. 4). Para el autor ginebrés, la libertad es el primer as-
pecto del que se dota, por naturaleza, al ser humano.
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Jean Jacques Rousseau (1999) indica que la l ibertad del 
individuo permanece durante el tiempo que está en socie-
dad gracias a que el pacto social está prescrito en las leyes que 
el ciudadano, como integrante del soberano, ha prescrito.

Contrario a lo postulado por Jellinek, y siguiendo a Emile 
Boutmy (2003), es muy viable aceptar que existe una rela-
ción entre el Contrato Social de Rousseau y la Declaración de 
Derechos francesa, en primer lugar porque el Contrato So-
cial de Rousseau pudo haber inspirado la Declaración de 
los Derechos del Hombre y del Ciudadano sin que Rous-
seau así lo esperase y la segunda es que la Declaración 
francesa no está en contradicción con el Contrato Social, 
como señaló Jellinek, al contrario el Estado restituye al 
individuo de todo aquello no necesario al Estado para ase-
gurar a cada uno de los ciudadanos el ejercicio de sus de-
rechos, en igualdad de condiciones entre ellos, de manera 
que los ciudadanos mantienen su libertad, no la pierden, al 
formar parte del Estado (Boutmy, Emile, 2003, p. 143 y 144).

La Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano

La Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciu-
dadano se realizó en la constituyente francesa del 26 
de agosto de 1789, declamación que se convirtió en un 
hito en la historia del constitucionalismo moderno. Tal 
declaración manifiesta aquellos derechos que se conside-
ran inalienables e innatos a los seres humanos, en cuanto 
tales, desde el momento en que se les considere como 
hombres y hasta su extinción como seres vivientes.

Es a partir de la Declaración de los Derechos del Hom-
bre y del Ciudadano que los Estados modernos han es-
tablecido en sus constituciones un catálogo de derechos 
aplicables a todos los seres humanos. Tal catálogo de 
derechos suele variar de país a país, sin que ello impli-
que diferencia en la esencia del concepto jurídico que 
implica el dotar de derechos esenciales a los humanos.

Nótese que la declaración de Derechos del Hombre no 
implica que anterior a ella se careciese de derechos, más 
bien, antes de tal declaración, los derechos recogidos en 
las diversas disposiciones jurídicas alrededor del orbe es-
taban destinadas a un grupo de personas y no a la ge-
neralidad. La Declaración de los Derechos del Hombre 
y del Ciudadano logran dotar de tales derechos subjeti-
vos públicos a todos aquellos que reúnan la condición de 

“hombre”, en tanto individuo de la especie Homo sapiens. 

Declaración de Derechos del Estado de Virginia

La Declaración de Derechos del Estado de Virginia fue 
adoptada en 1776, en el marco de la revolución de los 
Estados americanos respecto de la corona británica.

Algunos autores como Jellinek (2003) proponen a dicha 
Declaración de Derechos de Virginia, como otras de-
claraciones emitidas por los Estados americanos, como 
fuentes usadas por Lafayette para proponer una declara-
ción de derechos universal. Según Jellinek la Declaración 
de Derechos francesa está tomada en su conjunto de los
Bills of  Rights o Declaration of  Rights americanos. Para el 
autor todos los proyectos de declaración francesa, desde 
los contenidos en las actas hasta los veintiún proyectos
presentados en la Asamblea Nacional, desenvuelven con 
mayor o menor amplitud y habilidad las ideas americanas.

En este punto se debe señalar que, a su vez, las decla-
raciones americanas, se encuentran influenciadas por 
las manifestaciones y logros del Bill of  Rights de 1689, el
Habeas Corpus de 1679, la Petition of  Right de 1627 y la 
Magna Charta libertatum, todos ellos documentos británi-
cos. Tales documentos lograron limitar el poder estatal,
lo que en sí marca una división entre el Estado y 
los individuos, su finalidad no se basó únicamen-
te en declarar una forma de organización política 
sino en la obtención de derechos de los gobernados.

Jellinek concluye que la revolución americana es el origen 
de los Derechos del Hombre, partiendo del supuesto de 
que las trece colonias se establecieron a partir de un pacto 
fundamental, originado por sus integrantes libres, quie-
nes conceden sus derechos a la voluntad general, así, para 
el autor, el origen de los principios de libertad descansa 
en las colonias americanas, no en la filosofía de la época.

Justificación de los derechos de primera generación. 
Antecedentes, ordenación constitucional y régimen 
secundario

Procedo a analizar los derechos de la primera generación 
relacionados, haciendo referencia a su indicación de los 
mismos en la Declaración de Derechos realizada por el
pueblo de Virginia (2003), la Declaración de los Dere-
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Este concepto de la libertad cobrará especial relevancia en 
distintas vertientes respecto a la energía, especialmente 
la libertad de empresa y la libertad de asociación,
mismas que analizo más adelante.

Igualdad

La igualdad es otro derecho de la primera generación, 
misma que se estipula en todos los documentos origina-
rios de los derechos humanos, con excepción de la Bill of  
Rights inglesa. La Declaración de Derechos de Virginia no 
lo indica expresamente, aunque se desprende de la decla-
ración que todos los hombres son igualmente libres e in-
dependientes. A partir de la Declaración de los Derechos 
del Hombre y del Ciudadano expresamente se hace refe-
rencia a la igualdad de todos los hombres. En México es a 
partir de los Sentimientos de la Nación en el que se hace
referencia a la eliminación de toda desigualdad provocada 
por las castas. La Constitución vigente en los Estados Uni-
dos Mexicanos contempla la igualdad de todos los seres 
humanos, incluida la igualdad entre el hombre y la mujer.

La igualdad ha sido interpretada por la Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación en la jurisprudencia Igualdad. 
Delimitación conceptual de este principio (Tesis: 1a./J.46/2016 
(10a.) como la uniformidad de trato ante la ley, en el en-
tendido en que el legislador puede prever situaciones 
que justifiquen un trato diferenciado siempre que cuente 
con criterios razonables y objetivos que justifiquen este.

Es un derecho que tiene alto impacto respec-
to a la industria energética en tanto que debe pre-
valecer la igualdad de los participantes de la 
industria energética y, en caso de existir alguna des-
igualdad, la misma debe estar jurídicamente justificada.

La importancia de la igualdad en el sector energético 
se hizo más notable con la reforma constitucional de 
2013 que aperturó la industria a la inversión privada.

En hidrocarburos la igualdad está expresamente orde-
nada en el artículo 23 de la Ley de Hidrocarburos res-
pecto de los procesos licitatorios para la adjudicación de
contratos para la exploración y extracción, en la fracción 
II del artículo 56 de la Ley de Hidrocarburos cuando se 
faculta a la Secretaría de Energía y la Comisión Regula-
dora de Energía a revocar permisos en caso de que los 

chos del Hombre y del Ciudadano (2000), los Senti-
mientos de la Nación, la Constitución Federal de los 
Estados Unidos Mexicanos de 1857 y la vigente Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Libertad

La libertad es uno de los dos derechos más importantes 
de la primera generación de derechos humanos, en este 
caso hablamos de una libertad en tanto oposición a la 
esclavitud, de importancia en la primera generación por-
que imperaba la sumisión de los gobernados a un poder, 
por una parte, la sumisión al rey y, por otra, la existencia 
de la esclavitud. En la Bill of  Rights inglesa no encontra-
mos aseveración a la libertad, eso se debe a que dicha 
declaración no buscaba la libertad de todos los habitan-
tes pues en aquellos tiempos los ingleses mantenían un 
sistema económico que, entre otros aspectos, incluía la 
esclavitud. Es la Declaración de Derechos de Virginia la 
primera en hacer referencia a la libertad sin que tal im-
plicase esta para todos los americanos debido a las con-
diciones históricas en las que existía la esclavitud, misma 
que se mantendría hasta 1863 en los estados norteame-
ricanos. El resto de los documentos históricos y legales 
en comento recogen, de una u otra manera, la libertad.

La Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciu-
dadano hacen referencia en el artículo 1° que todos los 
hombres nacen y permanecen libres, sin embargo, tal
aseveración tardó en llevarse a la práctica en el pueblo 
francés, incluso la ley que buscaba materializar la aboli-
ción de la esclavitud fue posteriormente derogada por
Napoleón Bonaparte. En México se comenzó a hablar 
de la abolición de la esclavitud desde la proclamación de 
los Sentimientos de la Nación por José María Morelos y
Pavón, cuyo numeral 15 proscribe la esclavitud para 
siempre, asimismo proscribe la distinción de castas, que-
dando todos los habitantes por iguales. Dicha manifes-
tación de los Sentimientos de la Nación es recogida por 
la Constitución Federal de los Estados Unidos Mexi-
canos de 1857 cuyo artículo segundo establece que to-
dos los nacidos en la república mexicana nacen libres y 
que los esclavos que pisen territorio nacional recobran 
su libertad. De manera similar se recoge en el artículo 
primero párrafo cuarto de la Constitución vigente que 
prohíbe la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos.
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permisionarios realicen prácticas indebidamente discrimi-
natorias que perjudiquen a los usuarios, en el artículo 70 
respecto a las obligaciones de los permisionarios de trans-
porte y distribución por medio de ductos, así como el al-
macenamiento de hidrocarburos de dar acceso abierto no
indebidamente discriminatorio respecto a la infraestructu-
ra permisionada. De manera similar se encuentra estable-
cida la igualdad para los participantes del sector eléctrico 
en la Ley de la Industria Eléctrica cuyos artículos 4, frac-
ción I, 33 y 107 establecen la obligación que tiene el Cen-
tro Nacional de Control de Energía, los transportistas y 
distribuidores de otorgar acceso abierto no indebidamen-
te discriminatorio a las redes eléctricas, los artículos 48 y 
50 de la misma ley que obligan a los suministradores a pro-
veer del suministro a todas las personas que lo soliciten, así 
como el artículo 95 que instruye la igualdad de condiciones 
para todos aquellos participantes en el mercado eléctrico.

Legalidad y seguridad jurídica

El derecho de legalidad y seguridad jurídica se ha desarro-
llado desde la Bill of  Rights inglesa y la Declaración de Dere-
chos de Virginia las cuales establecieron la importancia de 
la existencia de leyes previas a la imposición de sanciones, 
de manera similar fue indicado en la Declaración de los 
Derechos del Hombre y el Ciudadano francesa. En Mé-
xico desde la Constitución Federal de los Estados Unidos 
Mexicanos de 1857 se estableció en el artículo 16 la prohi-
bición de ser molestado en persona, familia, domicilio, pa-
peles o posesiones, a menos que existiese un mandamiento 
por escrito de la autoridad competente que se encuentre 
fundado y motivado, conocido como principio de legali-
dad en la vertiente de fundamentación, mismo texto que 
es recogido por la Constitución vigente en el artículo 16.

El derecho a la legalidad es uno más de los de-
rechos de la primera generación con importan-
cia mayúscula para el sector energético, el mis-
mo establece que los actos de la autoridad deben 
establecerse con la debida fundamentación y motivación.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación mediante la juris-
prudencia, fundamentación y motivación. El aspecto for-
mal de la garantía y su finalidad se traducen en explicar, jus-
tificar, posibilitar la defensa y comunicar la decisión (Tesis:
I.4o.A. J/43) ha indicado que este derecho tiene como prin-
cipal propósito que se conozca el fin del acto de la autori-

dad, mismo que debe contener todas las condiciones que 
determinaron el mismo, de manera clara, que cuente con 
razonamientos lógico-jurídicos basados en la legislación vi-
gente, evitando que los actos de autoridad sean arbitrarios.

Libertad de profesión, industria, comercio o trabajo

El derecho a la libertad de empresa según el cual todas 
las personas se pueden dedicar a la profesión, industria, 
comercio o trabajo se comenzó a establecer desde la De-
claración de Derechos de Virginia, en la misma se esta-
bleció que todos los hombres gozan de los medios para 
adquirir y poseer propiedades, que, si bien es una breve 
referencia, puede ser entendida ampliamente a la luz de 
lo establecido en las Constituciones de los Estados ame-
ricanos. La Declaración de los Derechos del Hombre y el 
Ciudadano francesa no hace una especifica referencia a 
la libertad de empresa, sin embargo, se entiende incluida 
en la libertad que se concede a todos los hombres para 
hacer todo lo que no perjudique a los demás. En México 
desde la Constitución Federal de los Estados Unidos 
Mexicanos de 1857 se estipuló en el artículo cuarto el 
derecho a tener la profesión, industria o trabajo que le 
acomode a los habitantes y para aprovecharse de sus pro-
ductos. La Constitución vigente contempla tal derecho en 
el artículo quinto indicando que a ninguna persona se le 
puede impedir que se dedique a la profesión, industria, 
comercio o trabajo, siempre y cuando sea lícito. De la 
misma manera se indica que nadie puede ser privado del 
producto de su trabajo. Dicha libertad únicamente 
puede ser limitada por resolución administrativa o 
judicial, limitación que únicamente puede acontecer en 
caso de que de no limitarse se afecte al interés público.

Al respecto, el pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación ha interpretado en la tesis aislada Garantía de 
igualdad. Está contenida implícitamente en el artículo 5o. consti-
tucional (Tesis: P. XC/2000) que dicho derecho implica a 
todas las personas, sin distingo debido a que no se  es-
tablece ninguna salvedad en su texto, lo que implica una 
igualdad de todas las personas para ejercer este derecho.

En la industria energética este derecho implica la posibi-
lidad de participar en las actividades de hidrocarburos o 
de electricidad en las que se encuentre permitida la par-
ticipación de particulares, sin distinción, obligando a las 
autoridades a conceder las mismas condiciones a todos 
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los interesados en realizar las actividades de la industria 
o comercio que crean conveniente, otorgando un trato 
igualitario a cada una de las personas que desean desem-
peñar actividades del sector hidrocarburos o electricidad.
Derecho de los particulares que únicamente puede ser res-
tringido por resolución judicial o gubernativa y siempre y 
cuando la restricción cumpla con las condiciones para ello.

Libertad de asociación 

El derecho a la libertad de asociación ha sido usualmente 
reconocido dentro de la primera generación de los de-
rechos humanos, aunque su estipulación en los cuerpos
jurídicos es tardía. La Declaración francesa es el primer 
texto que la recoge, aunque de manera tenue, en la re-
iterada libertad de poder hacer todo aquello que no 
perjudique a los demás. En México se incluyó en el ar-
tículo 9 de la Constitución Federal de los Estados Uni-
dos Mexicanos de 1857 como un derecho para reunir-
se de manera pacífica con cualquier objeto licito y en 
materia política reservado a los ciudadanos mexicanos.
La constitución vigente lo contem-
pla de manera similar en el artículo 9°.

Este derecho se encuentra especialmente relacionado 
con la participación de personas físicas para la constitu-
ción de personas colectivas, mismas que cuentan con una 
personalidad jurídica distinta al de las personas físicas 
que la integran, personas que tienen un objeto en común.

Este derecho ha cobrado especial relevancia en las dis-
tintas industrias, entre ellas la industria energética, por 
ser común que diversas personas físicas o colectivas 
constituyan diversas personas colectivas para conse-
guir un fin en común en el sector de los hidrocarbu-
ros o de la electricidad, lo que incluye un constante 
ingreso o salida de personas físicas o colectivas, según 
los intereses que de tiempo en tiempo suelen darse.
Entrada o salida de las asociaciones que no puede ser 
impedida a menos que exista una justificación jurí-
dica, de limitarse sin justificación jurídica se trata-
ría de un acto contrario a un precepto constitucional.

Propiedad

El derecho a la propiedad se encuentra establecido en to-
dos los documentos que hemos venido estudiando, con 

excepción de la Bill of  Rights inglesa. En todos los cuer-
pos se hace referencia a la propiedad como un derecho 
humano inviolable. En México desde los Sentimientos de 
la Nación se hace referencia a tal derecho, mismo que se 
estableció en las constituciones promulgadas posterior-
mente. Actualmente se recoge en el artículo 14 consti-
tucional en el que se indica que nadie puede ser privado
de la propiedad, posesión o derechos sino 
mediante juicio seguidos ante tribunales.

Este derecho tiene relevancia en el sector energético dada 
la inversión de capital particular en los sectores de los 
hidrocarburos y la energía eléctrica que pueden verse im-
pactadas por algún tipo de limitación impuesta, ya sea 
por una limitación legal o por una limitación por orden 
público. Las licitaciones que podrían impactar a los pro-
pietarios de activos en el sector energético podrían ser 
principalmente la ocupación temporal, consistente en el 
uso y goce temporal de una propiedad por el Estado, y la
expropiación, que consiste en la pérdida total de un 
bien. En ambos casos se requiere fundar y motivar las 
causas que dan origen a la pérdida de la propiedad.

En este artículo se deja de lado las limitaciones que la 
industria energética puede imponer a la propiedad 
para la instalación de proyectos, contenida en la Ley 
de Hidrocarburos y la Ley de la Industria Eléctrica, 
sobre el fundamento constitucional transitorio relati-
vo a que la industria energética tiene prevalencia so-
bre cualquier otro destino de la tenencia inmobiliaria.

Conclusiones

Si bien no todos los derechos humanos de primera gene-
ración tienen repercusión en la industria energética, los 
derechos a la libertad, la igualdad, la legalidad y seguridad
jurídica, la libertad de profesión, industria, comercio o 
trabajo, la libertad de asociación y el derecho a la pro-
piedad sí la tienen, constituyéndose dichos derechos en 
pilares para el ejercicio de las actividades de particulares 
en los sectores de los hidrocarburos y la electricidad.

Derechos que permiten, por una parte, que exis-
tan las condiciones para que distintos actores par-
ticipen en la industria energética, en sus distin-
tas variantes, así como que los consumidores 
puedan recibir los bienes y servicios relacionados.
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Derechos Humanos y Energía, su interrelación desde los Derechos de Segunda Generación 
Mtra. Valeria María Vázquez Maulén

En el presente artículo, discutiremos la relación en-
tre la Energía y los derechos humanos que recono-
cemos como de segunda generación, esto es, los 

llamados derechos económicos, sociales y culturales.  Di-
chos derechos están vinculados con el principio de igual-
dad y, a diferencia de los derechos humanos de primera 
generación, exigen para su realización una efectiva inter-
vención de los poderes públicos, a través de prestaciones y 
servicios. Exhorta al Estado a asumir un rol activo y exige 
una actividad por su parte, ya que configuran una obliga-
ción de hacer del Estado y son de satisfacción progresiva.

En este sentido, es relevante señalar que la energía eléc-
trica es un producto que se obtiene a partir de un pro-
ceso industrial.  Así, tenemos que la energía eléctrica se 
origina de la diferencia de potencial eléctrico entre dos 
puntos determinados, que se ponen en contacto a tra-
vés de un transmisor eléctrico. Este contacto genera 
una corriente eléctrica basada en la transmisión de car-
gas negativas (llamadas, más comúnmente, electrones) 
hasta su punto de consumo.  Por tanto, no podemos 
afirmar que la energía eléctrica, por si misma, sea con-
siderada un derecho humano, al tratarse del producto 
o resultado de una reacción física, sin embargo, es rele-
vante señalar que el acceso a la energía eléctrica, es el pre-
supuesto bajo el cual llevaremos a cabo nuestro aná-
lisis, ya que es precisamente este acceso, lo que puede 
considerarse indispensable para el desarrollo adecuado 
de la vida social, económica y cultural del ser humano.

De ahí que sea necesario destacar que el acceso a la ener-
gía eléctrica, implica una conjunción de diversos ser-

vicios, relacionados necesaria e inevitablemente entre 
sí.  Dichos servicios incluyen la generación, transmisión 
y distribución de la energía eléctrica, así como el control 
de frecuencia y voltaje (Stoft, 2002). Todos estos estos 
servicios son, indiscutiblemente, indispensables para el 
correcto desarrollo personal, económico, social y cultural 
de un ser humano, en comunidad y, por tanto, es perti-
nente abordarlo desde la óptica de los derechos humanos.

Con relación a los derechos fundamentales de segunda ge-
neración, están identificados como producto de una lucha 
llevada a cabo a finales del siglo XVIII y principios del XIX por 
una igualdad social, que, a diferencia de los derechos civiles 
y políticos, su objeto era la libertad, integridad y seguridad 
de las personas, así como la no intervención del Estado. 
Los derechos económicos, sociales y culturales1 se refieren 
a la existencia de ciertas condiciones de vida y el acceso que 
tienen las personas a los bienes materiales y culturales ne-
cesarios para su adecuado desarrollo, para una vida digna.

La difusión de las ideas humanistas derivadas de la 
ilustración, así como los importantes avances técni-
cos en el siglo XIX, la Revolución Industrial, generan 
la idea de que la pobreza, con su consecuente priva-
ción de determinados bienes fundamentales, es incom-
patible con la dignidad humana (Carbonell, 2011).

En otras palabras: “Se trata, en verdad, de un imperativo 
constitucional que obliga al Estado a asegurar al hombre 
la existencia digna, como principio conductor del orden 
constitucional” (Ruiz Massieu y Valadés, 1983, p. 122). 

1 En algunas obras referidos como DESC.
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Podemos afirmar que dichos derechos no se aíslan de los 
derechos humanos de primera generación, sino que se re-
lacionan entre sí, ya que se entienden como las condiciones 
esenciales para el goce de los derechos civiles y políticos. Es 
decir, si no se satisfacen estas necesidades, indirectamente 
se están limitando o restringiendo el goce de los demás 
derechos, y esta satisfacción material constituye la base 
para una sociedad justa e igualitaria (Hernández, 1998).

Esto es reconocido por diversos instrumentos, en primer 
lugar, la Carta de Naciones Unidas, que en su preámbu-
lo relaciona estrechamente ambas generaciones promo-
viendo el progreso social y la elevación del nivel de vida.

Por su parte, en el párrafo 4º del preámbulo de la De-
claración Universal de Derechos Humanos2 se hace nue-
vamente referencia a esta interrelación. Más adelante se 
establece un avance importante con la aprobación de 
dos Pactos Internacionales, el primero, sobre Derechos 
Civiles y Políticos y el segundo, el Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales3; este 
último pretende establecer el contenido de tales dere-
chos y las obligaciones de los Estados para respetarlos.

En dichos instrumentos, los Estados Parte se compro-
meten a adoptar medidas, hasta el máximo de los recur-
sos que dispongan, ya sea por separado o mediante la 
cooperación internacional, con el fin de lograr, progre-
sivamente, la plena efectividad de los derechos económi-
cos, sociales y culturales (Cámara de Diputados, 2011).

Sin pretender un listado exhaustivo de derechos de se-
gunda generación, podemos reconocer dentro de estos 
derechos económicos, sociales y culturales, los siguien-
tes: derecho a un salario justo, derecho de asociación 
sindical, a la seguridad social, al trabajo digno, derecho 
a un nivel de vida digno que asegure salud, alimentación, 
vestido, vivienda, asistencia médica y servicios sociales.

A los derechos sociales se les reconoció jurídica y cons-
titucionalmente, con posterioridad a los derechos de 
primera generación, considerados como civiles y políti-
cos. Prácticamente un siglo después de las primeras de-

2 Adoptada y proclamada por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas, el 10 de diciembre de 1948.
3 Adoptado por la Asamblea General, por resolución 2200 A (XXI) 
de 16 de diciembre de 1966. Entró en vigor el 3 de enero de 1976.

claraciones de los derechos del hombre y del ciudadano.  

Sin embargo, es inconcuso que la ausencia o limitación 
de la libertad e igualdad de oportunidades, condena a una 
persona a una vida sin los satisfactores indispensables 
para su desarrollo económico, social o cultural.  De ahí 
que dichos derechos, para hacerse realidad, requieren un 
Estado que intervenga en la economía, con recursos su-
ficientes para hacerse cargo de las prestaciones sociales, 
los servicios públicos y el establecimiento de las políticas 
públicas necesarias para su satisfacción (Carpizo, 2013). 
 
Para estos efectos, describiremos brevemente que los de-
rechos humanos de segunda generación, son garantías so-
ciales con un aspecto objetivo, es decir, su reconocimien-
to como derechos sociales en nuestra Constitución, se da 
propiamente como garantías que habilitan a los poderes 
del Estado a regular determinada materia y tomar medidas 
con relación a los mismos.  Para algunos, estos derechos no 
generan un derecho subjetivo per se, si no que requieren 
para su funcionamiento de un servicio público o de una po-
lítica pública.  Por tanto, dichos derechos, en el individuo, 
habilitan una garantía institucional, objetiva y no subjetiva.

De aquí que encontremos que los derechos sociales, eco-
nómicos y culturales constituyen una obligación de hacer 
del Estado y son de satisfacción progresiva.  Tienen un 
contenido social que busca procurar mejores condiciones 
de vida y desarrollo para el ser humano, pero dentro de 
su comunidad.  Por tanto, están orientados a la satisfac-
ción de necesidades y requieren de la conducta positiva 
del Estado, por ejemplo, en la prestación de un servicio 
o en el establecimiento de políticas públicas para su fun-
cionamiento.  Ello implica que su ejercicio sea mediato e 
indirecto, es decir, requiere de los medios adecuados que 
establezca el Estado, lo que los condiciona a las posibilida-
des económicas y estructurales de la organización estatal.

Para Miguel Carbonell, en el modelo del Estado social, 
los poderes públicos toman un papel de promotores de 
los mismos. De tal suerte, la legitimidad de los poderes 
públicos, no depende solamente de que no entorpez-
can o limiten el disfrute de los derechos, sino también 
de que los promuevan eficazmente (Carbonell, 2011). 

En México, nuestra actual Constitución de 1917, es pro-
ducto de un movimiento que, en su momento, recogió 
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el descontento de diversos sectores de la sociedad, mis-
mos que, como factores reales de poder, lograron plas-
mar la garantía constitucional de sus demandas socia-
les.  De ahí, cabe recordar que la Constitución de 1917 
fue la primera en plasmar en un texto vigente consti-
tucional, la teoría de los derechos económicos y socia-
les.  Con esto, se habilitó al Estado a ser el protector o 
benefactor de las clases sociales más desprotegidas.  De 
esta intervención, deriva la imperiosa necesidad del apa-
rato estatal de participar activamente en la economía.

Por tal virtud, fue durante el desarrollo del siglo XX 
que nuestra Constitución, plasmó las diversas mani-
festaciones de intervención estatal en la economía, en-
tre las que destacan: la creación del Banco de México, 
la modernización del Estado mexicano, bases de la in-
dustrialización y, desde luego, la nacionalización de la 
industria eléctrica en 1960 con Adolfo López Mateos.

A lo largo de nuestra historia, son diversas las re-
formas que le han dado al Estado Mexicano la fa-
cultad de dirigir la economía nacional a par-
tir del control de ciertas actividades, a saber:

La nacionalización del petróleo de 1940; la incorporación 
del concepto de democracia integral; las autorizaciones 
por parte del Congreso de la Unión de otorgar facultades 
extraordinarias en materia de comercio exterior al Presi-
dente de la República; las facultades de restringir y prohibir 
las importaciones, exportaciones y el tránsito de produc-
tos con el objeto de regular la estabilidad de la producción 
nacional, la economía del país; la nacionalización de la 
energía eléctrica y nuclear; la reforma constitucional que 
nacionalizó la prestación del servicio de banca y crédito, las 
reformas en materia energética, entre las más relevantes. 

En este sentido, el marco constitucional de la interven-
ción del Estado en la economía, se delimita en los ar-
tículos 3º, 5º, 25, 26, 27, 28, 73, 123, 131.  Por su par-
te, encontramos derechos eminentemente sociales en 
los artículos 3º, 27 y 123, que han sido las inclusiones 
históricas en nuestra Carta Magna, por primera vez, en 
una norma constitucional.  Asimismo, los artículos 25, 
26 y 28 constituyen el fundamento del sistema de eco-
nomía mixta en nuestro país.  Sobre este aspecto, dichos 
artículos establecen la rectoría del Estado y el sistema 
de planeación democrática del desarrollo (Varela, 2001).

En efecto, el propio artículo 25 constitucional prevé que 
exclusivamente el sector público tendrá a su cargo las con-
sideradas áreas estratégicas, señaladas en el artículo 28 de 
la Carta Magna.  Por otro lado, permite la participación de 
los sectores privado y social en las llamadas áreas priorita-
rias del desarrollo. Por tanto, es precisamente la Constitu-
ción que dispone, en su artículo 25, la rectoría estatal en el 
desarrollo nacional, confiriéndole la facultad de planear, 
conducir, coordinar y orientar la actividad económica, así 
como la regulación y fomento de actividades consideradas 
de interés general. Asimismo, prevé la coexistencia de un 
sector público, un sector social y un sector privado, por lo 
que se considera de economía mixta. En dicho artículo, 
se establecen los fines de la rectoría del Estado y se suje-
ta a los mencionados sectores, al principio de legalidad.

Fernández Ruiz (1988) explica que, entre las princi-
pales causas de la actividad empresarial del Estado 
mexicano, se destaca precisamente el aumento de atri-
buciones conferidas por la Constitución, tales como 
la explotación directa de recursos de su propiedad 
o la prestación directa de ciertos servicios públicos.

En este sentido, el artículo 25 Constitucio-
nal plantea, entre otros, los siguientes objetivos: 

1)	 Definir actividades de interés público; los li-
neamientos del sistema económico del país; las áreas 
económicas y los sectores a los que corresponden, la 
responsabilidad social en actividades empresariales; 
2)	 Fundamentar las acciones estatales en dichos ru-
bros y sus correspondientes medidas de interés público; 
3)	 Proteger los recursos productivos, 
al sector privado, al ambiente, y las liberta-
des individuales en las actividades económicas; 
4)	 Fomentar el sector social y la correspon-
diente distribución justa del ingreso, el empleo, y 
5)	 Coordinar la planeación para el crecimiento 
económico y el desarrollo de los estados y municipios.

Por tanto, la rectoría económica del Estado es una idea 
concebida para guiar el crecimiento económico del país, 
ya que habilita la participación de los individuos y gru-
pos sociales, sin embargo, la excesiva apertura del mer-
cado también podría generar efectos negativos, ya que 
permitiría a los particulares el control de cuestiones 
fundamentales para el desarrollo estatal, subordinando 
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de facto al Estado, aún cuando contribuya a lograr sus 
metas.  Así, la libre concurrencia debe limitarse a secto-
res estratégicos, para evitar someter al país a la voluntad 
de las empresas que participen en actividades económi-
cas esenciales, tales como la energética (Martínez, 2017). 

De aquí, la relevancia de que las actividades estratégicas 
relacionadas con los hidrocarburos, como fuente de ener-
gía, así como las de electricidad, incluyendo la planeación 
estratégica y control del mercado eléctrico mexicano, 
estén en el centro de la discusión pública, en cuanto a 
que la actividad estatal debe orientarse a lograr un acceso 
eficiente, igualitario, progresivo y libre a la energía. Ello, 
dado que, como hemos comentado, la energía es una he-
rramienta indispensable para alcanzar una vida digna y el 
bienestar de las personas, tanto en lo individual, como en 
lo colectivo.  Será relevante, por tanto, determinar la me-
dida en la que el Estado cumplirá su objetivo de bienes-
tar social y rectoría económica, a través de esta actividad.  

La electricidad incide de manera directa en la vida de los 
individuos y la colectividad.  Ya sea para iluminación, 
generación de calor o bien, para la realización de acti-
vidades cotidianas, transporte y actividades productivas.  
Considerando dichas implicaciones que la energía eléc-
trica tiene, tanto en el desarrollo de las comunidades y 
en el potencial crecimiento económico de las naciones, 
la regulación y articulación de las políticas públicas al 
respecto, tienen una alta complejidad (Zorrilla, 2016).

La activa y creciente participación del Estado en la ac-
tividad pública, encuentra motivo en el aumento de 
los problemas económicos del país. En la actualidad, 
el crecimiento desorbitado del ámbito de los servicios 
públicos, aunado a la complejidad, dimensión y alcan-
ce de los mismos, obliga al Estado a intervenir en acti-
vidades antes reservadas a los particulares, asumiendo 
de esta forma, un papel rector en la economía nacional.
El papel del Estado se justifica en los intereses colecti-
vos y el mantenimiento del orden, para hacer posible los 
objetivos individuales de sus habitantes, por ello, dicha 
organización se ha visto en la necesidad de abrir espa-
cios para que la sociedad civil se involucre en la conse-
cución de dichos fines.  El Estado ya no cuenta con una 
autonomía absoluta para construir un modelo propio, 
ya que el cambio de condiciones sociopolíticas le obli-
ga a adaptarse y permitir la colaboración del ciudadano.  

Ello significa que los gobiernos deben diseñar políticas 
que permitan una efectiva corresponsabilidad para la 
consecución de sus objetivos, incluyendo a los ciudada-
nos en las políticas públicas y estableciendo un modelo 
burocrático más responsable y eficiente (Martínez, 2017).

De igual forma, escapan del control estatal los facto-
res necesarios para la producción del bienestar y desa-
rrollo social y económico. El crecimiento económi-
co, la generación y estabilidad del empleo, la seguridad 
social, el combate a la pobreza e incluso a la inseguri-
dad, son condiciones que dependen también de varia-
bles diversas, algunas de las cuales, están en manos de 
otros actores nacionales e incluso internacionales.  Por 
tanto, debemos admitir una relación de interdependen-
cia, de codependencia entre gobierno y gobernados.

Este sistema de economía mixta, no pretende monopoli-
zar en favor del Estado la actividad económica, sino por 
el contrario, busca que el Estado mexicano fomente el 
concurso libre de los particulares en la vida económi-
ca del país.  Nuestro sistema de economía mixta respe-
ta la actividad económica de los particulares como una 
garantía individual mandada por la Constitución. La 
actividad económica y la intervención regulatoria del 
Estado mexicano obedece a un imperativo constitu-
cional del Estado social de derecho y coadyuva al for-
talecimiento general del país, respetando estrictamente 
los campos concretos de actividad de los particulares.
Los servicios públicos, sean prestados directamente por 
el Estado o bien, sean desarrollados a través de un régi-
men abierto a la participación privada, son un aspecto 
fundamental para el funcionamiento adecuado de toda 
sociedad.  La eficiencia y calidad en su prestación son una 
muestra del adecuado equilibrio entre instituciones y regu-
laciones en un contexto de libre mercado (Zorrilla, 2016).

Por ello, en la actualidad se ha comprendido que la solu-
ción no consiste precisamente en el tamaño del Estado, 
sino en la calidad con la que desempeña sus funciones, en 
su capacidad de intermediar intereses, garantizar la legiti-
midad, su capacidad para gobernar con la participación de 
todos y en sus virtudes financieras y administrativas que 
le permitan la implementación de las políticas públicas.

No es posible el desarrollo de un Estado, sin el aprovecha-
miento máximo de las capacidades de su gobierno.  De 



esto se desprende que el gobierno debe ser, principalmen-
te, regulador y promotor del desarrollo.  Esta intervención 
estatal es fundamental para establecer y sentar las bases de 
la infraestructura e incentivos necesarios para la participa-
ción de los actores, para el correcto funcionamiento de los 
mercados, para la aceleración del desarrollo social.  Así, 
el gobierno será el conductor, pero no el actor único ni 
generador absoluto de las soluciones a los problemas pú-
blicos, tal y como ocurre con la distinción entre activida-
des estratégicas y prioritarias, como en materia energética.

Conclusiones

Considerando lo expuesto, a manera de conclusión, po-
dríamos afirmar que el derecho a la energía o el acce-
so a la energía eléctrica comparte características de un 
derecho fundamental de segunda generación, ya que 
es medio y vehículo para diversos derechos y garan-
tías correspondientes a una vida digna, independiente-
mente de cualquier otra consideración relativa a la ca-
pacidad económica, condición social, raza, sexo, etc.

Esto adquiere mayor relevancia, si consideramos que 
el acceso a la energía eléctrica es, a su vez, derecho 
instrumental para el ejercicio de otros derechos fun-
damentales (como el derecho a la salud, a la educa-
ción, a la alimentación, entre otros) irrenunciables 
para nuestro desarrollo económico, social y cultural. 

En nuestro país, no tenemos aún un instrumento o dis-
posición jurídica constitucional expresa, que reconozca el 
acceso a la energía eléctrica, como un derecho fundamen-
tal.  Sin embargo, a partir de la Declaración Universal de 
los Derechos Humanos (DUDH) de 1945, que alude al 
nivel de vida adecuado que asegure a las personas la salud, 
la alimentación y la vivienda, encontramos los siguientes 
ejemplos: (I) la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos Emergentes (DUDHE), instrumento programá-
tico de la sociedad civil, surgido de la celebración del Foro 
Universal de las Culturas en Barcelona (2004) donde se 
destaca expresamente “el derecho de todo ser humano 
de disponer de agua potable, saneamiento y energía”; (II) 
el Pacto Internacional de los Derechos Económicos, So-
ciales y Culturales (PIDESC) de 1966, que reconoce en su 
artículo 11, el derecho a una vivienda adecuada, lo que 
incluye los aspectos relativos al acceso a la energía para 
la cocina, iluminación y calefacción.  La energía eléctri-

ca, como el agua, son elementos esenciales de bienestar y 
riqueza sin los cuales hoy no es posible ejercer derechos 
que son irrenunciables (Sánchez, 2018). En 2015 la ONU 
reconoció que sin energía no se pueden alcanzar ningu-
no de los ocho Objetivos para el Desarrollo Sostenible4. 

De aquí, la enorme relevancia que toma el hecho de que, 
conforme al texto constitucional vigente desde 2013, 
sea considerada como actividad estratégica y, por tanto, 
bajo la responsabilidad exclusiva del Estado, conforme 
al artículo 28 constitucional, “el control del sistema eléc-
trico nacional, así como el servicio público de transmi-
sión y distribución de energía eléctrica” (Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, 1917, p. 31).
 
De esto se desprende, conforme a lo que hemos comen-
tado en el presente estudio, que el Estado mexicano debe 
aplicar todos los recursos disponibles para la implementa-
ción de las políticas públicas y prestación de los servicios 
públicos necesarios, así como los factores regulatorios y 
de intervención estatal, en concurrencia con la participa-
ción privada, para asegurar y hacer llegar a la población, 
un acceso eficiente y efectivo a la energía eléctrica, dado 
que le corresponde en exclusiva, el control del sistema 
eléctrico nacional, así como los procesos de su transmi-
sión y distribución.  Por otra parte, le corresponde poner 
los medios necesarios para que la participación del sector 
privado en dicha actividad, permita a su vez, el correcto 
desarrollo del sector energético, en las actividades en las 
que está permitida su participación, a efecto de que, en 
colaboración conforme al esquema de economía mixta, 
sea posible para la población, el acceso a la energía eléctri-
ca; ya que dicho acceso es presupuesto indispensable para 
el ejercicio de otros derechos económicos, sociales y cul-

4 Los Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM) fueron el resulta-
do del compromiso que, en el marco de la ONU en el año 2000, hi-
cieron 191 jefes de Estado y de Gobierno con ocasión de la Cumbre 
del Milenio, para trabajar a favor de ocho objetivos, que contenían las 
metas para luchar contra la pobreza extrema en sus variadas dimen-
siones estableciendo como fecha límite para su cumplimiento el año 
2015. Los ocho ODM fueron: Objetivo 1: Erradicar la pobreza extre-
ma y el hambre; Objetivo 2: Lograr la enseñanza primaria universal; 
Objetivo 3: Promover la igualdad entre los géneros y la autonomía 
de la mujer; Objetivo 4: Reducir la mortalidad infantil; Objetivo 5: 
Mejorar la salud materna; Objetivo 6: Combatir el VIH/SIDA, el 
paludismo y otras enfermedades; Objetivo 7: Garantizar la sosteni-
bilidad del medio ambiente; Objetivo 8: Fomentar una asociación 
mundial para el desarrollo.
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turales y, en general, para el desarrollo de una vida digna.

Cada día se intensifica la opinión de la necesidad de re-
conocer el derecho a la energía o el derecho al acceso 
a la energía, como un derecho humano al que hay que 
consagrar en los textos de rango constitucional como 
derecho fundamental, lo que implicaría dotarlo de ma-
yores garantías jurídicas para hacer efectivo su ejercicio.
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Análisis

Reflexiones sobre la interrelación entre energía, economía y la eficacia de los derechos
humanos de Tercera Generación

Mtra. Maciel Salazar

 “The green economy is the future. It fosters prosperity, creates  
decent work, addresses root causes of  conflict and contributes to          

the full enjoyment of  all human rights – not only civil and political, 
but also economic, social and cultural.”1 

António Guterres
Secretario General, ONU

Introducción

La energía y los modelos económicos no son ajenos 
a los derechos humanos (DH). Aproximadamente 
733 millones de personas no tienen acceso a elec-

tricidad a nivel mundial (Banco Mundial, 2022) y, cerca 
del 36.7% de los hogares mexicanos viven en pobreza 
energética (IMCO, 2023). En un contexto de crisis climáti-
ca y geopolítica, el cumplimiento de los objetivos de desa-
rrollo sostenible, requieren acciones multilateral coordi-
nadas y triplicar las inversiones “verdes” (PNUMA, 2013). 

El objetivo de este artículo es poner de relieve la in-
terrelación entre los derechos humanos de terce-
ra generación (DH3G, específicamente del dere-
cho al medio ambiente sano (DHMA), desarrollo 
sostenible, de los consumidores2), la energía y los fac-
tores económicos, puesto que no es posible avanzar ha

1 “La economía verde es el futuro. Fomenta la prosperidad, crea 
trabajo digno, atiende las causas de conflictos y contribuye al pleno 
disfrute de los derechos humanos -no solo civiles y políticos, sino 
también económicos, sociales y culturales” (traducción propia).
2 Otros DH3G son a la paz, al patrimonio común de la humanidad, a la 
autodeterminación de los pueblos.

cia su eficacia sin una reformulación del modelo eco-
nómico y de la matriz energética mundial. El derecho 
internacional de los derechos humanos (DIDH) re-
conoció este reto y sentó las bases para la acción co-
lectiva pública y privada. Así, la Agenda 2030 para el 
Desarrollo Sostenible enfatizó que la eficacia de los 
DH depende de lograr las tres dimensiones del de-
sarrollo sostenible: económica, social y ambiental.

En primer lugar, se explora brevemente el concepto de los 
DH3G. Después, se hace una referencia a la juridificación 
de los DH dentro del constitucionalismo occidental y el 
DIDH para vislumbrar que los mismos se explican en fun-
ción de factores económicos (modelo económico), políti-
cos y sociales. Posteriormente, se exploran los DH3G cuyas 
implicaciones en la energía son más evidentes, a fin de co-
nocer su contenido y los estándares que México debe se-
guir en el desarrollo de sus políticas en materia energética3.

¿Qué son y cómo surgen los derechos humanos de 
tercera generación?

Los DH3G (conocidos como “colectivos y difusos” o de “so
lidaridad”)4 son derechos que pertenecen a la humanidad,

3 Esto, bajo el paradigma de protección de los DH consolidado por 
la Reforma Constitucional sobre DH de 2011, que reconoce que to-
das las personas gozan de los DH establecidos en la Constitución y 
en los tratados internacionales celebrados por México.
4 Doctrinariamente existen diferencias entre derechos colectivos y 
difusos. Los primeros se refieren a derechos que pertenecen a un 
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grupos o comunidades, en vez de individuos específicos 
(primera generación) o clases sociales (segunda generación). 
Descansan en la solidaridad al fundarse en la premisa de que 
todos compartimos ciertos bienes y recursos que deben 
ser protegidos, y enfatizan la necesidad de ciertas condicio-
nes para el desarrollo pleno y autónomo de los individuos.

Cabe señalar que actualmente, los DH se con-
ciben como derechos dinámicos bajo princi-
pios de universalidad, interdependencia, indivi-
sibilidad y progresividad, que generan relaciones 
multidireccionales, por lo que la división en generacio-
nes es académica y no refleja jerarquías (Pisarello, 2007)5.

El surgimiento y evolución de los DH se puede explicar en 
función de diversos factores políticos, económicos y so-
ciales, en los cuales la energía ha jugado un papel estraté-
gico. Derivado de exigencias burguesas contra la arbitra-
riedad monárquica, la Carta Magna de Inglaterra de 1215 
recogió por primera vez el núcleo de los derechos civiles y 
políticos (i.e., libertad personal, propiedad) (Holt, 1992), 
fundando los pilares del liberalismo del S. XVIII, que cul-
minaron con la incorporación de las libertades fundamen-
tales en el constitucionalismo francés y norteamericano6.

El reconocimiento de derechos inalienables previos al 
Estado y como límites al poder  (Vasak, 1977)7 estable-
ció las bases para asegurar la propiedad de los medios 
de producción y libertad de comercio, esenciales para el

grupo o comunidad en su conjunto determinada o determinable, 
quienes -siguiendo a Vicenzo Vigoriti- tienen un vínculo o una or-
ganización establecida para lograr un fin común. Los difusos perte-
necen a un grupo de personas indeterminadas o indeterminables, sin 
un vínculo que pueda dar carácter unitario a un conjunto de intereses 
(Ovalle, 2003).
5 El Protocolo de San Salvador (1988) resaltó: “la estrecha relación 
que existe entre la vigencia de los derechos económicos, sociales y 
culturales [que incluye el derecho a un medio ambiente sano] y la de 
los derechos civiles y políticos (…) constituyen un todo indisoluble 
que encuentra su base en el reconocimiento de la dignidad de la per-
sona humana, por lo cual exigen una tutela y promoción permanente 
con el objeto de lograr su vigencia plena, sin que jamás pueda justifi-
carse la violación de unos en aras de la realización de otros”.
6 En Francia con la Declaración de los Derechos del Hombre y del 
Ciudadano de 1789. En América, en particular la declaración de Vir-
ginia de 1776, la Constitución Federal de 1787 y el Bill of Rights.
7 Los DH de la primera generación limitan el poder estatal y se fun-
dan en la libertad, entendida como libertad negativa (no-interferencia 
estatal) y positiva (que se refiere a la participación en las decisiones 
públicas).

despliegue de la revolución industrial soportada en el uso
del carbón, petróleo y electricidad, y el desarrollo del ca-
pitalismo bajo el laissez faire et laissez passer de Adam Smith.

El modelo de producción liberal produjo profunda
desigualdad entre los detentadores de los factores de la
producción (trabajo, tierra, capital y tecnología) que pro-
vocaron la ineficacia de los derechos. Las revoluciones 
sociales, políticas y científicas como la laboral y energética 
de los SS. XIX-XX, visibilizaron la conexión directa entre 
las condiciones económicas y la eficacia de los DH. Con-
secuentemente, fue necesario una segunda generación de 
DH (salud, educación, vivienda, trabajo, etc.) fundados en 
la igualdad para socializar la riqueza y los factores de la 
producción (González Contro y Salazar Ugarte, 2013). 

Esto generó el surgimiento del Estado de bienestar a ini-
cios del S. XX8  y una reconfiguración del modelo económi-
co. Se presentó una expansión del Estado al conducir los 
procesos productivos y programas sociales, con la contra-
partida negativa del abultamiento de las burocracias, gene-
ralmente acompañado por la concentración del poder po-
lítico (Valadés, 2016). En el sector energético, bajo el ideal 
de contrarrestar el saqueo privado, se iniciaron diversas na-
cionalizaciones petroleras tales como la rusa y la mexicana. 

Pese a las innegables asimetrías en las relaciones interna-
cionales, derivado de la segunda guerra mundial, se creó 
el sistema de DIDH que implicó internacionalizar los DH 
de occidente9. La causa germinal de este proceso residió 
en la universalización de la dignidad humana, la libertad 
e igualdad. Así, en 1948 se aprobó la Declaración Uni-
versal de Derechos Humanos y en 1966 el Pacto Inter-
nacional de Derechos Civiles y Políticos y el Pacto Inter-
nacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
mediante los cuales los Estados se comprometieron de 
buena fe a respetar y garantizar los DH, y se creó la obli-

8 The Economics of Welfare (Pigou, 1920) contribuyó a definir las políti-
cas intervencionistas del Estado. En 1944, Hayek publicó The road to 
serfdom, alcanzando notoriedad a partir de recibir el Premio Nobel de 
Economía treinta años después. Hayek identificó al Estado de bien-
estar como una expresión del colectivismo y una amenaza para la li-
bertad. Diversas concepciones conservadoras contemporáneas sobre 
la democracia que la asocian con la economía de mercado, tuvieron 
como precedente los enunciados de Hayek (Valadés, 2016).
9 Esto es, la creación de instrumentos regulados por el derecho inter-
nacional que incorporan una serie de elementos teóricos y jurídicos, 
cuyo súmmum común es un catálogo de derechos fundamentales de 
los individuos y las colectividades (Contreras, 2013-2014).
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gación de adoptar medidas como mecanismo para adop-
tar los estándares internacionales en el derecho interno.

No obstante, en la segunda mitad del S.XX, los problemas 
de la (in)eficacia de los DH se agudizaron por el desa-
rrollo de nuevas tecnologías, la creciente complejidad de
las relaciones globales y las consecuencias del modelo de
producción industrial en la economía global de mercado,
donde los beneficios de la riqueza macroeconómica fue-
ron distribuidos de forma desigual y las externalidades 
negativas como el daño ambiental y el desplazamiento co-
lectivo impactaron severamente a los más desfavorecidos. 

Consecuentemente, el derecho a un medio ambiente sano 
y el deber de preservarlo para las futuras generaciones, el 
derecho al desarrollo y la necesidad de vivir libre de conflic-
tos bélicos, se exigieron como condiciones para la eficacia 
de los DH (González Contro y Salazar Ugarte, 2013). Esto, 
detonó el reconocimiento internacional de los DH3G. No 
obstante, el reto no es redactar nuevos textos de DH sino que 
los existentes sean aplicados y respetados (Vasak, 1977).  

Con la caída del muro de Berlín en 1989, el triunvirato del 
capitalismo neoliberal-democracia formal-DH implicó el 
desplazamiento del socialismo y Estado de bienestar, per-
maneciendo fuertes tensiones entre los DH y la economía 
neoliberal, al priorizar la economía sobre los DH (Vázquez, 
2013). Así, en diversas coordenadas, incluyendo México, 
el Estado redujo su injerencia en los medios de produc-
ción y en la prestación de bienes y servicios como agente 
económico, presentándose la desregulación de las activi-
dades y/o funciones consideradas previamente públicas. 

En el sector energético mexicano, en los noventa, se 
abrieron las primeras puertas a los privados en electri-
cidad mediante las figuras de productores independien-
tes de energía, autoabastecimiento y cogeneración en la 
Ley del Servicio Público de Energía Eléctrica, así como 
en la Ley Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional 
en el Ramo del Petróleo paras las actividades de trans-
porte, almacenamiento, distribución de gas natural y 
construcción y operación de infraestructura asociada a 
dichas actividades. Finalmente, en 2013, con excepción 
de ciertas actividades (planeación y control del sistema 
eléctrico, transmisión y distribución de electricidad, y 
upstream) se aperturó el sector energético a los privados.

Derivado de la importante interrelación entre la ener-

gía, el DHMA y el DHDS en torno a la “economía ver-
de” y el desarrollo de energías limpias para con-
trarrestar las afectaciones del cambio climático, a 
continuación, se explorará la evolución de estos derechos.

Derechos humanos al medio ambiente sano, al de-
sarrollo sostenible y del consumidor

La década de 1970 fue clave para el reconocimien-
to del DHMA y el DHDS. En materia ambiental, el pri-
mer hito fue la Declaración de Estocolmo (1972), que 
reconoció el DHMA y estableció veintiséis principios 
fundacionales para su desarrollo posterior y creó el 
Programa de las Naciones Unidas para el Medio Am-
biente, institución encargada de fomentar y coordinar 
la cooperación multilateral en materia medioambiental.

En cuanto al DHDS hasta mediados de los sesenta “de-
sarrollo”, “desarrollo económico” y “crecimiento” eran 
sinónimos (Secretario General de las Naciones Unidas, 
1977) y guardaban una relación tensa y divergente con el 
medio ambiente y los DH10. Sin embargo, la necesidad de 
contrarrestar las desigualdades sociales y culturales desen-
cadenó diversas interrogantes sobre el contenido del dere-
cho al desarrollo y crearon un puente entre desarrollo eco-
nómico, progreso social y respeto a los DH (ONU, 1969).

Así, la Declaración del Derecho al Desarrollo de la ONU 
(1986) reconoció al derecho al desarrollo como un “de-
recho marco” que implica un proceso de desarrollo mul-
tidimensional, de titularidad individual o colectiva-difusa, 
por medio del cual “todo ser humano y todos los pue-
blos están facultados para participar en un desarrollo 
económico, social, cultural y político en el que puedan 
realizarse plenamente todos los derechos humanos y li-
bertades fundamentales, a contribuir a ese desarrollo y 
a disfrutar de él” (ONU, 1986, p. 1). Es decir, este de-
recho implica la distribución justa de los beneficios del 
desarrollo, la participación pública y requiere de la ac-
ción de los Estados, la comunidad internacional y las 
empresas (Hadiprayitno, 2013) (Cruz Parcero, 2019).

Posteriormente, para atender los desafíos actuales y res-
ponder equitativamente a las necesidades de desarrollo 

10 El tema del desarrollo no se había estudiado por considerarse 
fuera de los DH y al limitado reconocimiento de que es necesario 
un mínimo nivel de desarrollo económico, político y social para la 
eficacia de los derechos (Cruz Parcero, 2019).
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y ambientales de las generaciones presentes y futuras se 
añadió la dimensión ambiental al derecho al desarrollo 
(Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el De-
sarrollo, 1992). Así, se acuñó el concepto de desarrollo 
sostenible que proclama que la satisfacción de las nece-
sidades de la generación presente no debe comprome-
ter la capacidad de las generaciones futuras (ONU, 1987).

En la Declaración de Río en 1992, surgieron otros 
principios torales del DHMA, como el “precautorio”11, 
los derechos a la información, a la participación y a la 
justicia en asuntos ambientales, estos últimos antece-
sores del Acuerdo de Escazú a nivel Latinoamérica12.

No obstante, fue hasta el Protocolo de Kioto (1997) que 
se añadió la lógica de mercado al DHMA para incenti-
var su eficacia mediante el estímulo de inversiones ver-
des donde fuera más eficaz en función de costos. Ade-
más, se transformó la reducción de emisiones de GEI en 
una mercancía al desarrollar mecanismos de mercado 
basados en el comercio de derechos de emisiones, uni-
dades de reducción de emisiones, reducción certifica-
da de emisiones o unidades de absorción antropógena 
por sumideros de GEI. Por lo que, países con emisiones 
permitidas y “no generadas” venderían esta “capaci-
dad” o transferirían sus unidades/certificados a los paí-
ses desarrollados obligados a reducir emisiones GEI. 

La polarización entre el DHMA y la economía se refutó 
a nivel internacional en la Conferencia Río + 20 (2012) 
que abordó la concepción de “economía verde”, la cual 
enfatizó que la protección al medio ambiente genera 
oportunidades de crecimiento económico al incentivar 
el desarrollo de nuevos bienes y servicios. El modelo 
de economía verde tomó aún más importancia en 2016, 
derivado del robustecimiento de las obligaciones de re-
ducción de emisiones mediante el Acuerdo de París, que 
busca limitar el calentamiento mundial a por debajo de 
los 2°C en comparación con niveles preindustriales.

Sobre la interrelación entre el acceso a la energía y los 

11 Este principio indica que “cuando haya peligro de daño grave e 
irreversible, la falta de certeza científica absoluta no deberá utilizarse 
como razón para postergar la adopción de medidas eficaces en fun-
ción de los costos para impedir la degradación del medio ambiente”.
12 A nivel interamericano, el DHMA está consagrado en los artículos 
11 del Protocolo de San Salvador y 26 de la Convención Americana, 
y se considera fundamental para la existencia humana y para la vida 
digna (Medio Ambiente y Derechos Humanos, 2017).

DH, desde 1991 se reconoció que el derecho a una vi-
vienda adecuada requiere, entre otros, de acceso a ener-
gía (Comité de Derechos Económicos, Sociales y Cultu-
rales, 1991). Esta premisa se reforzó en la Agenda 2030 
para el Desarrollo Sostenible, que mediante el objetivo 
séptimo enfatiza la necesidad de incrementar la infraes-
tructura de energía renovable para garantizar el acce

so a la energía asequible, segura, sostenible y moderna 
(ONU, 2015). Asimismo, se ha reconocido que la dis-
criminación en el acceso a la electricidad puede ser un 
mecanismo de control sobre medios de comunicación y 
una restricción indirecta de la libertad de expresión (Co-
misión Interamericana de Derechos Humanos, 2016).

Cabe indicar que desde una perspectiva de DIDH, la priva-
tización del sector energético no está prohibida, ya que el 
Estado está obligado a crear la normatividad que garan-
tice “la universalidad de la cobertura y la continuidad de 
los servicios, las políticas de fijación de precios, el nivel 
de calidad y la participación de los usuarios” (Comité de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 2017); por 
lo que un discurso que polarice la participación privada 
en la energía y los DH, estaría fundado en un falso dilema.

Otro DH3G con importante incidencia en el acceso a la 
energía asequible, segura, sostenible y moderna son los 
derechos del consumidor. La juridificación de los DHC re-
presentó la solución normativa para proteger a las personas 
en su calidad de adquirentes de bienes y servicios ante abu-
sos de productores, comercializadores y/o proveedores13.

Las Directrices para la Protección del Consumidor de 
la ONU (1985) establecieron los principios fundamen-
tales para proteger los derechos del consumidor y, aun-
que no son vinculantes, fueron la base para la creación 
de normas nacionales. En cuanto a la energía, indican 
que los Estados, junto con empresas y la sociedad, de-
ben formular e implementar estrategias que promuevan 
el consumo sostenible y el acceso universal a la energía 
no contaminante y formular, mantener o reforzar políti-
cas para mejorar el suministro, distribución y calidad de 
la energía, la cual debe ser asequible (Conferencia de las 
Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo, 2016).

13 Estos derechos se pueden considerar los primeros derechos eco-
nómicos reconocidos dentro de un sistema de economía de mercado 
(Cruz Parcero, 2019).
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Sin duda, la eficacia de los DH requiere una transforma-
ción económica y social basada en la mejor ciencia dis-
ponible a través de mecanismos de cooperación inter-
nacional financiera, transferencia tecnológica y creación 
de capacidad de adaptación ante los desafíos climáticos.

México

La normatividad mexicana desde hace varias décadas 
reconoce los derechos de los consumidores, el DHMA y 
DHDS14, sin embargo, su eficacia es notoriamente limita-
da y existen diversas deficiencias en la supervisión de su 
cumplimiento. Por tanto, en adición a los retos en materia 
de políticas públicas, se requiere contar un mecanismo ju-
dicial idóneo a la dimensión colectiva-difusa de los DH3G, 
que garantice el acceso a la justicia y tutela judicial efectiva 
(Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 2007). 

Si bien, un primer intento fue el “amparo agrario” (para 
ejidos-comunas en lo colectivo e individual) y ciertas ac-
ciones aisladas en materia ambiental y de protección al 
consumidor, hasta 2010 se superó la figura del interés 
jurídico individual y directo en la judicialización de los 
derechos colectivos mediante la creación de las acciones 
colectivas (Diario Oficial de la Federación, 2010) (Karam, 
2008)15. No obstante, su alcance es limitado ya que solo 
proceden en materia de consumo y medio ambiente16.

Un año después, con la reforma constitucional de DH se 
reconoció el interés legítimo individual y colectivo en el 
amparo17. 
14 Desde 1917, el artículo 28 constitucional prohíbe prácticas que 
obliguen a pagar a los consumidores precios exagerados y en 1983 se 
incluyó la obligación estatal de proteger a los consumidores y propi-
ciar su organización para el cuidado de sus intereses. Por su parte, el 
artículo 4 constitucional reconoce el derecho de toda persona a un 
medio ambiente adecuado para su desarrollo y bienestar, y el artículo 
25 establece la base para el desarrollo sostenible. Asimismo, véase 
Ley Federal de Protección al Consumidor (“LGPC”), Ley General 
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente (“LGEEPA”), 
Ley de Desarrollo Rural Sustentable)
15 Véanse artículos 17 constitucional y 578 y ss. del Código Federal 
de Procedimientos Civiles (“CFPC”). LFPC, artículo 26, LGEEPA, 
artículos 189 y 200
16 Artículo 578 del CFPC. Asimismo, en caso de obtenerse una sen-
tencia favorable, cada actor debe ejecutar la sentencia individualmen-
te desnaturalizando la acción.
17 Tiene interés legítimo individual o colectivo aquel(los) que ale-
gue(n) que se violan sus derechos reconocidos en la Constitución y se 
afecte(n) su esfera jurídica o en virtud de su especial situación frente 
al orden jurídico (art. 107 constitucional).

Sin embargo, existen tensiones en
tre los principios tradicionales del amparo (i.e., princi-
pio de relatividad de las sentencias que ordena que sus 
efectos solo benefician a los solicitantes) y los prin-
cipios de DH (pro-persona, efecto útil) que exigen la 
interpretación más favorable a la persona y reinter-
pretar las figuras legales a la luz del nuevo paradigma 
de DH (Ramírez, 2017) (CT 293/2011, 2013)18. Esto
detona resistencias de los jueces al resolver los casos de 
los ciudadanos de a pie y frustra el resultado deseable, tal 
como señala Barbosa Moreira: “cuando se trata de intere-
ses esencialmente colectivos solo es concebible un resul-
tado uniforme para todos los interesados” (Ovalle, 2003). 

Respecto al DHMA, la Suprema Corte adoptó los es-
tándares internacionales al reconocer que tiene una 
dimensión objetiva (protege al medio ambiente en 
sí mismo) y una subjetiva (su protección es garan-
tía para la realización de los demás derechos) y como 
un principio de política pública. Asimismo, ha usado 
los principios de precaución y prevención en sus sen-
tencias, y ha declarado procedente la suspensión defini-
tiva en amparo cuando dichos principios están en riesgo. 

Desafortunadamente, en algunos asuntos como la refor-
ma a la Ley de la Industria Eléctrica, la Suprema Cor-
te se autolimitó en la protección de los DH3G al desco-
nocer los efectos negativos en los DH de los cambios a 
las reglas del despacho eléctrico y certificados de ener-
gía eléctrica. No obstante, existieron voces disidentes, 
en especial, el voto particular de la Ministra Piña aportó 
argumentos relacionados con la vulneración del DHMA 
y abordó los principios de no regresividad, in dubio pro 
natura y de equidad intergeneracional y el precautorio 
(Acción de Inconstitucionalidad 64/2021, 2022). Otro 
caso, es la reciente resolución de la Segunda Sala que sos-
tiene que desaparecer el Fondo para el Cambio Climá-
tico no es una medida regresiva para garantizar y pro-
teger el DHMA (Amparo en Revisión 361/2022, 2023).

Conclusiones

El surgimiento y evolución de los DH se puede explicar en 
función de diversos factores políticos, económicos y socia-
les, en los cuales la energía ha jugado un papel estratégico. 

18 Otro punto es la falta de claridad entre interés legítimo e interés 
simple, que ocasiona discrecionalidad y subjetivismo judicial dada la 
improcedencia del amparo con interés simple.
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La contaminación de las fuentes tradicionales de energía y 
la industrialización causaron, entre otros, el agotamiento 
de la capa de ozono, riesgos para la diversidad biológica 
y el cambio climático, e hicieron visible la interrelación 
entre el medio ambiente, los DH, el desarrollo y la energía. 
Así, los DH3G nacen de la necesidad de atender me

diante instrumentos legales e institucionales, los con-
flictos y externalidades negativas derivadas de la pro-
ducción industrial y comercialización masiva de 
bienes y servicios en un entorno global y de des-
igualdad económica. No obstante, el reto no conclu-
ye con su reconocimiento, se requiere de su eficacia. 

La eficacia de los DH3G y, en especial de los derechos hu-
manos al medio ambiente sano, al desarrollo sostenible y 
del consumidor, requiere una transformación económica 
y social que supere el falso dilema entre protección al me-
dio ambiente y DH, y los intereses económicos privados 
y el desarrollo. La economía verde se presenta como una 
oportunidad para cruzar el puente entre el crecimiento 
económico y eficacia de los DH, y la transición energé-
tica a energías limpias es un paso obligado para lograrlo. 

La exigencia internacional de transitar a una matriz 
energética limpia ha creado incentivos financieros y de 
mercado para la innovación de tecnologías, y de bienes 
y servicios en torno a dicha transición. Actualmente di-
versas empresas del sector energético han identificado 
esta oportunidad y se están moviendo en dicha dirección. 
Asimismo, en diversas coordenadas se han desarrollado 
obligaciones de ESG (Environmental, Social and Gover-
nance) que llevan a empresas de otros sectores a desarro-
llar políticas corporativas de cumplimiento en la materia. 

Si bien, existe una enorme brecha en la ejecución de los 
compromisos para lograr los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible y el Acuerdo de París, el avance hacia una eco-
nomía verde presenta una oportunidad para construir un 
sector energético limpio, sostenible y seguro que permita 
cumplir los objetivos de cambio climático y permita el 
acceso a la energía a precios asequibles, así como abonar 
a la eficacia de los DH3G en general a la luz de los prin-
cipios de interdependencia e indivisibilidad de los DH.
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Análisis

Energía e Internet. La electricidad como habilitador de Derechos Humanos de Cuarta Generación
Dr. Pedro Francisco Guerra Morales

Introducción

El objetivo de estas ideas es demostrar que la in-
terconexión entre redes de telecomunicaciones y 
las redes de energía es una necesidad vital para la 

atención de la demanda de servicios y bienes de interés 
público en ambas industrias, energía e información-co-
municaciones. El acceso a Internet es una consecuencia 
de la disponibilidad de redes de telecomunicaciones (en 
tanto accesibles y asequibles), la radiodifusión permite 
el acceso fuentes de información y a sistemas de forma-
ción y desarrollo humano, estos derechos humanos se es-
tán materialmente sostenidos en el suministro eléctrico.

Las redes eléctricas (y su resultado final, el suministro) 
son la estructura básica que materializa el derecho de ac-
ceso a las redes de radiodifusión y telecomunicaciones (y 
con este el acceso a Internet). A su vez, el acceso a las re-
des de la información son el vehículo para el ejercicio ple-
no de los derechos epistémicos; de entre estos, los dere-
chos al saber: derecho al conocimiento, a la información 
y a la verdad (Watson, 2021). Esta categoría de derechos 
permite además una integración activa de las personas 
al quehacer ciudadano, a la rendición de cuentas y a la 
construcción de estructuras y procesos democráticos.

Caracterización

Caracterizaremos los derechos humanos de cuarta gene-
ración como aquellos conformados por los derechos de-
fendidos en la sociedad de la información (Riofrío, 2014, 

p. 30); dentro de estos incluimos los derechos de acceso al 
ciberespacio en el sentido de la Declaración de Itacuruçá. 
Como un derecho económico, social y cultural el acceso a 
las tecnologías de la información y comunicaciones tiene 
tres aspectos que deben ser satisfechos por los Estados 
nacionales: 1) La disposición de la infraestructura (exis-
tencia de redes de acceso) incluyendo la mayor diversi-
dad y calidad de contenidos; 2) Posibilidad de cubrir los 
costos de acceso por el usuario y, en su caso, la subven-
ción pública para usuarios con imposibilidad de pago y 
3) Existencia de dispositivos para el acceso incluyendo  
capacidades específicas para su utilización.

Deseamos partir del supuesto que, el acceso a la ener-
gía, (específicamente el acceso al servicio de suministro 
de energía eléctrica) como un derecho humano, eventual-
mente, será determinado como tal por el poder judicial 
federal1. En cualquier caso, caractericemos el acceso a 
la energía como un derecho fundamental que permite la 
realización de derechos humanos inequívocamente con-
tenidos en nuestro orden jurídico.

Durante el análisis de las acciones de inconstitucionalidad

1 La primera sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sus-
tenta que el acceso a la electricidad forma parte del derecho humano 
a una vivienda digna tanto a nivel constitucional (artículo 4 de la 
Constitución Federal) como en el nivel convencional en el Pacto In-
ternacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.   Tesis 
1ª.CXLVIII/2014(10ª), Semanario Judicial de la Federación, Décima Épo-
ca, tomo I, p. 801. disponible en https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/
tesis/2006171, consultada el 23 de enero de 2023.
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contra la reforma a la Ley de la Industria Eléctrica publi-
cada en el Diario Oficial de la Federación el 9 de marzo de 
2021, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción analizó el acceso a la energía “asequible, segura, sos-
tenible y moderna” en tanto objetivo de la Agenda 2030 
para el Desarrollo Sostenible de la Organización de las 
Naciones Unidas de 2015. Aunque la discusión se centró 
en la disponibilidad de energía dentro del marco del dere-
cho humano al medio ambiente sano, hubo opiniones en 
el sentido de que el acceso a la energía representa por sí 
un derecho humano autopoiético2.

Desde hace seis millones de años, la energía, el agua y el 
alimento continúan siendo los elementos principales para 
la existencia humana (Zou, 2020, p. 5). El uso de la ener-
gía no se limita a la obtención de insumos para la subsis-
tencia o, simplemente, para hacer más confortable la vida 
de las personas; ahora, más que en otras etapas evolutivas, 
los seres humanos requerimos energía para la creación 
de conocimiento, la socialización y la colaboración para 
enfrentar el entorno y evolucionar. La construcción social 
del conocimiento tiene como estructura básica, como in-
sumo esencial el acceso a recursos energéticos y redes de 
información. La colaboración en nuestra especie es una 
distinción que además del progreso en términos mate-
riales permite la evolución del conocimiento y de nues-
tras condiciones de existencia (Jemielniak y Przegalinska, 
2020, p. 2).

La inclusión de determinados derechos en el catálogo de 
derechos humanos de manera explícita parece ser uno de 
los mecanismos de legitimación de los Estados posnacio-
nales, la inclusión dentro de dichos catálogos satisface el 
discurso justificativo de determinada orientación ideoló-
gica del aparato de poder pero no permite identificar el 
grado de eficacia entendida como aplicación efectiva en 
el que dichas pretensiones son ejercidas por sus benefi-
ciarios (Habermas, 2000, p. 149). De aquí que, discursos 
justificativos en torno a la autosuficiencia energética se 
limitan a legitimar políticas de control centralizado en la 

2 Acción de Inconstitucionalidad 64/2021, Pleno de la Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación, Semanario Judicial de la Federación, Undéci-
ma Época, registro digital: 31348. Disponible en https://sjf2.scjn.
gob.mx/detalle/ejecutoria/31348. El rubro temático XVIII de la 
publicación de la sentencia indica: “XVIII. DERECHO HUMANO A UN 
MEDIO AMBIENTE SANO. LA PROMOCIÓN DE ENERGÍAS ASEQUIBLES, 
FIABLES, SOSTENIBLES Y MODERNAS PARA TODAS LAS PERSONAS, 
COMO PARTE DEL DESARROLLO SOSTENIBLE.”

obtención y distribución de energía y en la producción, 
distribución y acceso a recursos digitales carentes de neu-
tralidad hacia la universalidad de estos derechos.

La energía es indispensable para la evolución biológica 
y para el desarrollo social. Aunque a nivel social la hue-
lla bioquímica de la civilización no representa un factor 
evolutivo, la cultura y el progreso se sustentan en la ma-
nera en la que la energía se genera, almacena, distribuye 
y, especialmente, se consume. El calor, la electricidad, el 
carbón, el petróleo, la fisión (y eventualmente la fusión 
nuclear) son el mecanismo evolutivo del comportamiento 
cultural de la civilización; estas fuentes secundarias pro-
veen la energía para nuestras estructuras sociales sin las 
cuales no habría modo alguno de desarrollo humano den-
tro de organizaciones estatales (Fox, 1988, p. 165)3

Como consecuencia de nuestra primigenia -e insalvable- 
dependencia de la energía los procesos humanos sustan-
tivos de convivencia social (destacadamente los políticos 
y tecnológicos) dependen para su eficacia de la dispo-
nibilidad de energía. La energía se refiere siempre a sus 
fuentes, los elementos y factores que pueden proveerla 
en la naturaleza para la sobrevivencia humana y el progre-
so social. Existe una relación circular entre la obtención 
de energía para estos fines y la manera en que evolucio-
nan los mecanismos de acceso a la energía: “el progreso 
científico y tecnológico y la civilización societaria son las 
dos principales directrices para el desarrollo energético” 
(Zou, 2020, p. 5). La búsqueda de fuentes energéticas y 
su arquitectura industrial de abasto; de hecho, ha definido 
una tendencia de análisis del proceso de evolución hu-
mana, la identificación de los flujos energéticos (Adams, 
2007, p. 19)4. El consumo de energía para el desarrollo 
tecnológico, la educación y la cultura tiene como supues-
to necesario el acceso a la información y a los recursos 

3 “La conducta de los conglomerados humanos -clanes, tribus, nacio-
nes- se sustenta en su flujo de energía. Entre los ejemplos de esos flu-
jos de energía podemos mencionar el fuego para cocinar, fabricación 
de cerámica, forja de herramientas metálicas y armas; luz solar para 
la agricultura; la energía eólica para la navegación mercante; fuerza 
motriz de máquinas de vapor para transporte ferroviario; el poder de 
combustión del petróleo para locomoción aeronáutica; electricidad 
para comunicación telefónica y televisión; y la fusión nuclear (y la 
fisión) para generación de energía y bélicos.” (Fox, 1988, p. 166).
4 “La especie humana fue capaz de producir inventos tecnológicos que 
incrementan el flujo de la base energética y, con ello, la base necesaria 
para estructuras de poder cada vez mayores.” (Adams, 2007, p. 184).



32

técnicos que permiten racionalizar su uso. Por su lado, la 
disponibilidad de información y de servicios intangibles 
en las redes de Internet producen la acción individual y 
colectiva en el ámbito cultural, en el escrutinio del ejerci-
cio del poder público y en el quehacer en el ámbito social.
Electromagnetismo y electricidad permitieron el de-
sarrollo de la comunicación a distancia (telecomunica-
ción), hasta 1830 la información no se transmitía con 
mayor rapidez con la que se transportaban las personas5.

De la misma manera que los pulsos de puntos y líneas del 
sistema Morse dieron lugar a los impulsos eléctricos y a 
la transmisión en ondas continuas de sonido e imágenes, 
la iluminación a distancia fue el inicio de la transmisión 
de señales de telecomunicaciones a través de fibra ópti-
ca. Indudablemente que, de las primeras patentes para la 
transmisión de luz para viviendas (Hecht, 1999, p. 23) a 
la emisión de impulsos ópticos a través de fibra óptica 
tanto la tecnología como la intensidad de su uso ha evo-
lucionado. El primer objetivo de la transmisión de luz era 
simplemente la iluminación (United States of  America 
Patente nº 247,229, 1881), noventa años después de las 
primeras patentes en este sentido, en 1973 se otorga la 
patente (solicitada en 1970) para un “Método para produ-
cir señales de ondas ópticas a través de fibras de vidrio” 
(United States of  America Patente nº 3,711,262, 1973).

El acceso a las redes de telecomunicaciones y radiodi-
fusión no es concebible ni, materialmente posible, sin la 
energía eléctrica. Actualmente, la infraestructura de ge-
neración, transmisión, distribución y consumo de elec-
tricidad experimentará una evolución tecnológica radi-
cal, justo como hace un siglo con la concurrencia de la 
electricidad y el surgimiento de las telecomunicaciones.

La reforma constitucional en materia de telecomuni-
caciones y radiodifusión de junio de 20136 en Méxi-
co incluyó dos modalidades del mismo derecho dentro 
del catálogo de derechos humanos y garantías protegi-
dos por la Constitución y los tratados internacionales.

El párrafo tercero7 del artículo 6° de la Constitución 
5 En términos de rapidez en las comunicaciones humanas la década 
de 1830 apenas se distinguía de la de 1380, (Spar, 2001, p. 61).
6 Diario Oficial de la Federación, 11 de junio de 2013.
7 El Estado garantizará el derecho de acceso a las tecnologías de la 
información y comunicación, así como a los servicios de radiodifu-
sión y telecomunicaciones, incluido el de banda ancha e internet. 

Federal reconoce el derecho al acceso a las tecno-
logías de la información y comunicación. Este dere
cho es comprehensivo de la posibilidad de acceder a 
los servicios de radiodifusión y telecomunicaciones y, 
dentro de esta última modalidad de acceso se recono-
ce el derecho del uso de la banda ancha y del internet.

El suministro eléctrico en México para la mayor parte de las 
viviendas parece estar cubierto, según el Censo Nacional 
de Población y Vivienda 2020, en promedio, el 99% de las 
casas habitadas contaban con el servicio8. Desde luego las 
entidades federativas con mayores niveles de infraestruc-
tura -y desarrollo económico- cuentan con una cobertura 
mayor; 99.98% de los hogares de la Ciudad de México y 
99.96% en Aguascalientes y el Estado de México contaban 
con acceso a la electricidad. En unidades, eran 268,863 
las viviendas sin electricidad en 2020 por lo que casi un 
millón (967,906) de personas carecían del acceso a la elec-
tricidad9. Siete estados concentran casi la mitad -102.983- 
de las viviendas sin electrificación: Chiapas (23,792), Chi-
huahua (17,090), Guerrero (14,783), México (14,765), 
Oaxaca (25,242), Puebla (13,075) y Veracruz (30,038).

Según el censo 2020, por debajo del promedio de 99% 
de cobertura eléctrica en los hogares se encontraban 
catorce estados. Sonora, Yucatán, Veracruz, San Luis 
Potosí, Baja California Sur, Chihuahua, Nayarit, Cam-
peche, Durango y Guerrero. Estos estados tienen co-
bertura eléctrica por debajo del promedio nacional 
igual o mayor al 98%. Tlaxcala, Quintana Roo, Chia-
pas y Oaxaca presentan una penetración del suminis-
tro eléctrico en viviendas del 97.9% los dos prime-
ros y 97.7% y 97.5% respectivamente los dos últimos.

En el comparativo internacional la cobertura del 99% 
del suministro de servicio eléctrico se encuentra den-
tro de los parámetros internacionales para países con 
similar índice de desarrollo humano; incluso por de-
bajo. En el Índice de Desarrollo Humano publicado 
en 2022 por el Programa de las Naciones Unidas para

Para tales efectos, el Estado establecerá condiciones de competencia 
efectiva en la prestación de dichos servicios.
8 https://www.inegi.org.mx/temas/vivienda/ Consultado el 19 de 
noviembre de 2022.
9 El promedio de habitantes por vivienda era de 3.6 en 2020.
 https://www.inegi.org.mx/temas/vivienda/ Consultado el 19 de 
noviembre de 2022.
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el Desarrollo, México se ubica entre los países de desa
rrollo humano alto con un índice de 0.758 por arriba de 
Brasil (0.756) y Colombia (0.754) y por debajo de Cuba
(0.764) y Perú (0.762). El informe indica que México se 
ubica en el lugar 86 de entre 191 países dentro del Índice 
(Organización de las Naciones Unidas, 2022, p. 273)10.

Países ubicados dentro del nivel de desarrollo hu-
mano alto tienen una cobertura de servicio eléctri-
co universal similar o mayor a la mexicana, China, 
Brasil y Cuba reportan un 100% de penetración de 
suministro y Perú un 99.3%. Por cierto, México re-
porta una penetración de 99.4% al Banco Mundial11

10 La base de datos y los componentes del Índice de la Oficina de 
Informes del Desarrollo del Programa de las Naciones Unidas para el 
Desarrollo disponible en  https://hdr.undp.org/data-center/docu-
mentation-and-downloads. Consultada el 21 de noviembre de 2022.
11 Banco Mundial, base de datos de Energía Sostenible para Todos 
(SE4ALL ) del Marco de Seguimiento Mundial de SE4ALL liderado 
de forma conjunta por el Banco Mundial, la Agencia Internacional de 
la Energía y el Programa de Asistencia para la Gestión del Sector de 
Energía. Disponible en https://datos.bancomundial.org/indicador/
EG.ELC.ACCS.ZS Consultado el 21 de noviembre de 2022.

El Fondo de Servicio Universal Eléctrico12 reportó que, 
para 2022, 377 localidades requerían electrificación me-
diante la instalación de sistemas aislados.

El Fondo de Servicio Universal Eléctrico identifica, para 
2021, 1393 comunidades con necesidad de instalación de 
infraestructura para conectarse a las redes generales de 
distribución.

La distinción entre la necesidad de sistemas aislados y co-
nexión a la red es relevante pues los servicios intensivos 
en el uso de electricidad para el uso de internet (disposi-
tivos terminales, pantallas y módems) no tendrían sufi-
ciente eficiencia alimentándose de sistemas fotovoltaicos 
además de que la infraestructura de las redes de acceso 
(centrales de comunicaciones y radiobases) demandan co-
nexión a las redes de distribución.

12 Fideicomiso para promover la electrificación de comunidades ru-
rales y zonas urbanas marginadas, creado por el Título Cuarto de la 
Ley de la Industria Eléctrica. Información disponible en: https://
www.datos.gob.mx/busca/dataset/regiones-sin-electricidad/resour-
ce/90804364-fa07-474f-84f2-c5d46ff697f9 Consultada el 3 de mayo 
de 2023.	

Fuente: INEGI. Censo Nacional de Población y Vivienda 2020. Disponible en https://sinegi.page.link/WGbC

Gráfica I
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Gráfica II

Gráfica III

Fuente: Elaboración propia con base en datos del Fondo de Servicio Universal Eléctrico. SENER.

Fuente: Elaboración propia con base en datos del Fondo de Servicio Universal Eléctrico. SENER.
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Según el Banco Mundial, para 2020, en México el 72% de 
la población usaba Internet13. La falta de acceso a Internet 
(que se ha ubicado dentro de una cuarta generación) im-
pide el ejercicio de derechos humanos inequívocamente 
reconocidos internacionalmente y contenidos en los catá-
logos de los Estados nacionales, destacadamente el dere-
cho a la educación definido en el artículo 26 de la Decla-
ración Universal de los Derechos Humanos (Woodrofe, 
2020). Además de un insumo esencial para la educación 
y la investigación, el acceso a las redes de internet ma-
terializa el ejercicio de actividades indispensables para el 
desarrollo humano en el siglo XXI. La llamada inclusión 
digital permite a las personas y a las empresas la acción 
para la consecución de sus objetivos y preferencias sub-
jetivas y en el agregado colectivo incluso de sus derechos 
políticos, económicos, sociales y culturales. Como conse-
cuencia, el acceso al conocimiento, a la cultura, a la salud, 
a los servicios públicos y financieros (específicamente 
bancarios) representan un primer nivel de los derechos 
que las personas podemos hacer eficaces con la Internet. 
Los derechos de petición, información, justicia digital im-
plican un segundo nivel más activo por requerir mayor 
interacción y educación. 

Como se aprecia, parece que no existe una relación cau-
sal directa entre las limitaciones de acceso a internet y la 
falta del suministro eléctrico básico, por lo que pueden 
construirse dos hipótesis para explicar este fenómeno: la 
primera tiene que ver con el incremento de cobertura de 
telefonía móvil, lo que incentiva el acceso a internet aun-
que con ancho de banda limitado, y la concentración de 
las localidades que requieren conexión a la red eléctrica 
en relación directa con la dispersión de la población rural. 
La información de las localidades que requieren electrifi-
cación por sistemas aislados muestra la necesidad de esta 
infraestructura en entidades federativas con localidades 
rurales dispersas: once estados de la república mexica-
na reportan 32414 de las 377 localidades con necesidad 
de este tipo de abasto, lo que implica que sus habitantes 
carecen en lo absoluto de acceso al suministro eléctrico. 
Mientras que dos entidades presentan una alta concen-
tración demográfica y requieren extensión a las redes de 
distribución: el Estado de México (122 localidades con 
esta necesidad) y Jalisco (104)15.

Lo que parece concluyente es que la limitación de acceso 
al suministro eléctrico básico en el medio rural es un im-
pedimento real para el acceso a internet y servicios digi-
tales. La convergencia entre servicios de acceso móvil a la 

Fuente: Elaboración propia con base en datos del Banco de Información de Telecomunicaciones.. 

Disponible en https://bit.ift.org.mx/BitWebApp/descargaArchivos.xhtml

Gráfica IV

______________________________________________

13 World Development Indicators: Power and communications. Di-
isponible en  http://wdi.worldbank.org/table/5.11

______________________________________________

14 Sonora, Chihuahua, Guerrero, Oaxaca, Michoacán, Sinaloa, Durango, 
Puebla, Hidalgo, Chiapas y Veracruz. Gráfico 1.
15 Son cuatro estados, México, Jalisco, San Luis Potosí y Tamaulipas que 
reportan mayor necesidad de conexión a las redes de distribución diferentes 
a los primeros once que requieren sistemas aislados. Gráfico 2.



36

internet y la electrificación vía sistemas aislados de gene-
ración y -óptimamente- conexión a las redes de distribu-
ción podría ser una directriz para ampliar la cobertura de 
acceso a servicios de comunicación; es decir, los sistemas 
aislados ya no se pueden orientar a la iluminación princi-
palmente sino a la conexión de dispositivos de acceso y la 
ampliación de redes inalámbricas de telecomunicaciones. 

Las hipótesis anteriores parecen demostrarse con la brecha 
de acceso a las tecnologías de la información desde el ámbi-
to rural. Únicamente el 17.7% de la población rural usaba 
computadoras en 2021 mientras que el porcentaje de pobla-
ción rural con acceso a internet se reportaba en un 56.5% y 
dos terceras partes de los habitantes de localidades rurales
usaban telefonía móvil:

Además de los derechos humanos que permiten la realiza-
ción de los objetivos de las personas naturales y jurídicas 
en las sociedades del siglo XXI, el acceso a las tecnologías 
de telecomunicaciones e información son un presupuesto 
para los derechos epistémicos, para la construcción de va-
lores democráticos y la participación política (Risse, 2021). 

La división en generaciones del análisis teórico de los de-
rechos humanos hasta entrado este siglo, ha impedido la 
visibilidad de la interrelación de los derechos humanos 
individuales con los derechos socioeconómicos de na-
turaleza colectiva cuyos costes impiden su realización; 
no es suficiente “solo” tener acceso a las redes de teleco-
municaciones y radiodifusión, sino que el acceso sea po-
sible a través de conexiones confiables (Jensen, 2017).

Tabla I

Fuente: Elaboración propia con base en datos del INEGI. Encuesta Nacional sobre Disponibilidad y Uso de TIC en Hogares, ENDUTIH 2021. 
Disponible en https://www.inegi.org.mx/programas/dutih/2021/#Tabulados

El tema del costo es la barrera principal de acceso a las 
redes de telecomunicaciones y en menor medida a las 
de radiodifusión. El obstáculo comienza desde la nece-
sidad de las personas de adquirir los dispositivos elec-
trónicos para la conexión a las redes y, en países como 
México, se agrega el costo social para la construcción, 
operación y mantenimiento de las infraestructuras ne-
cesarias para el transporte y distribución ubicua de se-
ñales de telecomunicaciones y radiodifusión16. El grado 
en el que los costos de acceso, la falta de infraestruc-
tura y la carencia de habilidades digitales impiden el 
acceso a internet puede cuantificarse en la tabla 1. 

Dado que las redes eléctricas de distribución pre-
sentan una penetración casi universal en México, la 
convergencia de estas redes eléctricas y de telecomu-
nicaciones se convierte en un imperativo para mate-
rializar el ejercicio de los derechos humanos conte-
nidos en el catálogo constitucional y convencional,
y además de aquellos derechos que permiten su ma-
terialización. Sin embargo, no existe congruen-
cia entre la regulación de las redes de transpor-
te de señales de telecomunicaciones y las redes 
que distribuyen -y transportan- energía eléctrica.

Tanto en las redes de transporte y distribución de ener-
gía eléctrica como las de señales de telecomunicaciones 
y radiodifusión nos enfrentamos al control de insumos 
esenciales para la provisión de los servicios de suminis-
tro eléctrico y de acceso a Internet y radiodifusión17.

————————————
16 “Los derechos humanos tienen un coste económico, y desde el se garantizan o no, ya que dependen del gasto público y la capacidad dine-
raria de los Estados que no debe excederse de un presupuesto reducido en entornos de privatización” (Sánchez, 2018, p. 99).
17 El artículo 60 de la Ley Federal de Competencia Económica define el contenido de insumos esenciales.
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La ausencia de regulación concurrente en los secto-
res de electricidad, telecomunicaciones y radiodifusión 
impiden el incremento en el acceso a las redes del co-
nocimiento. El costo de acceso a redes de telecomuni-
caciones y radiodifusión está identificado por la au-
toridad reguladora del sector18, la información que 
publica el Instituto Federal de Telecomunicaciones es 
precisa respecto al costo que las subsidiarias de la Co-
misión Federal de Electricidad que prestan los servicios 
públicos de transmisión y distribución pueden recuperar 
por permitir el uso de su infraestructura pasiva a las con-
cesionarias de redes públicas de telecomunicaciones.

El 29 de octubre de 2018, la Comisión Reguladora de 
Energía publica en el Diario Oficial de la Federación las-
Disposiciones Administrativas de Carácter General para permitir 
a los prestadores de servicios de la industria de telecomunicaciones 
el acceso a instalaciones y derechos de vía del Sistema Eléctrico Na-
cional.

En el Anexo a estas Disposiciones Administrativas, se deter-
minan las tarifas de acceso para el despliegue de infraes-
tructura de los concesionarios de redes públicas de tele-
comunicaciones, comenzando para 2018 en 6.544 pesos 
por kilogramo. 

————————————
18 El 15 de enero de 2020, el Instituto Federal de Telecomunicaciones 
publicó en el Diario Oficial de la Federación los Lineamientos para el des-
pliegue, acceso y uso compartido de infraestructura de telecomunicaciones y radiodifu-
sión,  el Modelo de costos para servicios de acceso y uso compartido de infraestructu-
ra pasiva fija y de desagregación aplicables para 2023. Se encuentra disponible 
en https://www.ift.org.mx/politica-regulatoria/modelos-de-costos/
modelos_de_costos_para_servicios_de_acceso_y_uso_compartido_
de_infraestructura_pasiva_fija_y_de_desagregaci%C3%B3n_aplica-
bles_a_2023 Consultado el 2 de febrero de 2023.

Esta tarifa es actualizada cada año mediante la publica-
ción del Factor de Ajuste por Inflación establecido en el 
Acuerdo A/074/2015 de la CRE del 31 de diciembre de 
2015. Es relevante notar que los rubros tarifarios aplica-
bles se reevalúan cada tres años, tomando en cuenta la 
actualización de costos correspondientes y en la medi-
da que la Comisión cuente con más información de las 
redes generales de distribución de CFE Distribución. A 
este costo anual debe agregarse un cobro por estudio de 
acceso que fue disminuyendo con el tiempo19.

Como se observa, el acceso de ese 28% de la po-
blación que carece de acceso al uso de In-
ternet es un problema de rentabilidad20

En el fondo del análisis de los derechos hu-
manos que requieren de la prestación de ser-
vicios públicos para su eficacia21 tenemos,
por un lado, la explotación de bienes públicos -recursos
 naturales y acceso a insumos esenciales- y el funciona-
miento de los mercados por otro. Bajo esta perspectiva, 
la conjunción de los derechos humanos de acceso a in-
ternet, radiodifusión y energía concurren como bien pú-
blico y como tal, objetivo de la política y razón de ser 
de los Estados contemporáneos (Colomer, 2017, p. 29).
 
————————————
19 Para 2019, 100.02 por poste, para 2020, 81.26 pesos y de 70.64 
pesos para 2021.
20 El Modelo de Costo Integral del Instituto Federal de Telecomunica-
ciones, atribuye contraprestaciones anuales 2.8887 pesos por kilogra-
mo de fuerza ejercida en poste; 270.5027 pesos por uso de poste por 
apoyos de protecciones de subidas y bajadas;2.7123 pesos por metro 
de uso y mantenimiento de cable (variable); 883.955 pesos por cable 
por uso y mantenimiento de la trayectoria para cable fija y contra-
prestaciones únicas por costos fijos por instalación por tendido de 
cable de 48 fibras de 5,132.3094 pesos y de 5,293.3132 pesos para 96 
fibras y costos variables de 60.8839 pesos por metro para 48 fibras y 
86.8671 para 96 fibras.

Tabla II

Fuente: Martínez Domínguez, 2021, p. 8
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La relación entre los derechos básicos revisados además 
está dando lugar a la Tecnología de Internet de Energía que es 
el producto de la combinación de la tecnología de infor-
mación de Internet y la energía renovable, el uso eficiente 
de energía y la derivación de flujos energéticos a puntos 
de demanda crítica. Esta interrelación cambiará funda-
mentalmente la dependencia de los modos tradicionales 
de utilización de energía y promoverá la transición de las 
industrias tradicionales a nuevas industrias basadas en 
energía renovable y redes de información22. El siguiente 
nivel evolutivo en la interrelación de energía e Internet, 
inteligencia artificial, gestión a distancia moldearán nues-
tros modos de producción y hábitos de consumo por lo 
que los regímenes jurídicos de los Estados enfrentarán 
tensiones en la confección de sus normas jurídicas, cada 
día más integradas a órdenes internacionales e incluso 
con mayor influencia de agentes económicos públicos y 
privados. Por lo tanto, los compartimientos estancos de la 
regulación energética, tecnológica, de telecomunicaciones 
y medios masivos de información se irán desvaneciendo.

————————————
21 Para ser eficaces para las personas, estos derechos “requieren” 
de la prestación de servicios de interés público ya sea  por agentes 
económicos privados o por los Estados nacionales. Bajo esta pers-
pectiva, los derechos humanos convenidos en el Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (vigente en México 
desde el 23 de junio de 1981) son una categoría de derechos humanos 
que requieren del suministro de servicios de interés público a diferen-
cia de derechos humanos “elementales” cuya eficacia  se materializa 
por acción o tolerancia del poder público.
22 Las nuevas tecnologías de energía, como la energía renovable, la 
generación distribuida, el almacenamiento de energía, los vehículos 
eléctricos, las tecnologías de Internet, el Internet de las cosas, el big 
data, la computación en la nube, el Internet móvil y la inteligencia 
artificial  estarán profundamente integradas (Zou, 2020, p. XXIV).
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Perspectivas Energéticas [PE].- ¿Cómo puede el Derecho Energé-
tico asegurar el acceso a fuentes de energía asequibles y sostenibles, 
al tiempo que garantiza el derecho humano al agua y al medio 
ambiente limpio?

Dra. Yvonne Tovar [YT].- El Derecho Energético, a tra-
vés de sus principios y normas jurídicas, asume un papel 
relevante para asegurar el acceso a fuentes de energía ase-
quibles y sostenibles al tiempo que garantiza el derecho 
humano al agua y al medio ambiente sano. 

En primer lugar, adquieren relevancia los principios del 
Derecho Energético, que en la perspectiva de Íñigo del 
Guayo Castiella, catedrático de la Universidad de Almería, 
se integran por el principio de seguridad de suministro, 
principio de eficiencia económica, principio de sosteni-
bilidad medioambiental y principio de justicia energética, 
que en conjunto apuntan a la necesidad de encontrar un 
equilibrio entre el enfoque económico, medioambiental y 
social dentro del sector energético. Desde esta perspec-
tiva, se busca enfatizar que el sector energético, no sola-
mente debe enfocarse en el logro de objetivos de carácter 
económico, sino que requiere considerar como límites 
la protección al medio ambiente y la protección de los 
derechos humanos.  Dichos principios se erigen como 
parámetros para la toma de decisiones, así como crite-
rios de análisis y evaluación del actuar del Estado y de las 
empresas del sector energético. En ese orden de ideas, 

es menester considerar que la pertinencia de ampliar la 
cobertura energética para cubrir las necesidades de em-
presas y sociedad requiere en todo momento la necesidad 
de protección al medio ambiente y el compromiso con 
los derechos humanos.

La búsqueda de un debido equilibrio entre la realización 
de las actividades del sector energético, así como la pro-
tección al medio ambiente y derechos humanos, requiere 
aterrizarse dentro de la normatividad, con la finalidad de 
prevenir posibles conflictos, a través de estudios como la 
manifestación de impacto ambiental y social, requeridos 
para la realización de las actividades de la cadena de valor 
del sector energético. Además, a través de las normas jurí-
dicas, es posible establecer los derechos y obligaciones de 
los participantes del sector energético, que son de funda-
mental importancia para mantener la protección al medio 
ambiente sano y la protección a los derechos humanos, 
a la vez que se requiere considerar las atribuciones de las 
autoridades para la vigilancia, supervisión y, en su caso, 
sanción de aquellas conductas que transgredan los dere-
chos humanos o que afecten al medio ambiente.

En esta tesitura, la normatividad en materia energética no 
solamente debe circunscribirse a fomentar la inversión 
para la realización de diversos proyectos vinculados con 
la realización de la cadena de valor del sector energético, 
sino que además, requiere considerar aquellas normas ju-

Entrevista con la Dra. Yvonne Georgina Tovar Silva
Doctora, Maestra y Licenciada en Derecho, todos obtenidos con Mención Honorífica, por la Facultad de Derecho, 
UNAM. Magíster en Derecho Internacional: Comercio, Inversiones y Arbitraje impartido por las Universidades de 

Chile y Heidelberg. Posdoctorado en Nuevos Retos de la Gobernanza Pública realizado en la Universidad de Salamanca. 
Profesora de la Facultad de Derecho, UNAM.



41

rídicas que sean necesarias para promover el compromiso 
del sector público, privado y social en la protección al me-
dio ambiente y derechos humanos, y, en su caso, realizar 
las reformas jurídicas necesarias para velar que en todo 
momento se mantenga el equilibrio entre el enfoque eco-
nómico, ambiental y social dentro del sector energético.

En un país como México que enfrenta diversos problemas 
por la desigualdad existente para gozar del derecho al agua 
y las dificultades para asegurar un medio ambiente sano, es 
significativo que desde el Derecho Energético se fortalezca 
la necesidad de impulsar acciones para garantizar el acceso 
a los energéticos, con la debida responsabilidad ambiental 
y social.

[PE].- ¿Cómo se pueden proteger los derechos de las comunidades 
locales en la producción y distribución de energía, particularmente 
en relación con proyectos de energía renovable como la energía eólica 
y solar?

[YT].- Un primer punto de partida para la protección de 
los derechos de las comunidades locales radica en co-
nocer los instrumentos internacionales y la normativi-
dad del Estado protectora de los derechos humanos, así 
como los medios de defensa previstos en la ley para exigir 
a las autoridades estatales la protección y, en su caso, la 
restitución del derecho violado o la reparación del daño. 
En el contexto latinoamericano, además, resulta funda-
mental conocer el Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos, que permite reforzar de manera subsidiaria la 
protección de los derechos de las comunidades locales, a 
través de los instrumentos convencionales, así como las 
decisiones de la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos, ante actos u omisiones atribuibles a los Estados 
que violen los derechos humanos.

En México, un punto importante para prevenir los con-
flictos, y fortalecer la protección de los derechos de las 
comunidades locales en la producción y distribución de 
energía, se vincula con la adecuada realización de los 
procedimientos de consulta necesarios para salvaguar-
dar los derechos de las comunidades locales. En el sector 
energético, adquiere igualmente relevancia la evaluación 
del impacto social contemplada en la Ley de la Industria 
Eléctrica, así como las Disposiciones Administrativas de 
Carácter General sobre la Evaluación de Impacto Social 
en el Sector Energético, con la finalidad de que se cum-

plan las debidas formalidades para tomar en cuenta los 
intereses y derechos de las comunidades y pueblos indí-
genas en los que se desarrollen proyectos de la industria 
eléctrica, a través de los procedimientos, consultas nece-
sarias y cualquier otra actividad para su salvaguarda. Junto 
con dichas disposiciones adquiere especial relevancia la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
así como instrumentos internacionales como la Conven-
ción Americana sobre Derechos Humanos, el Protocolo 
Adicional a la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales “Protocolo de San Salvador”, el Convenio 
número 169 de la Organización Internacional del Trabajo 
sobre Pueblos Indígenas y Tribales, e incluso los criterios 
orientadores de las decisiones de la Corte Interamerica-
na de Derechos Humanos para implementar las medidas 
necesarias para salvaguardar los derechos de las comuni-
dades locales.

Por lo anterior, el Estado requiere asumir un papel activo 
para velar y proteger los derechos humanos, a través de 
políticas públicas y normas jurídicas, el debido ejercicio 
de las facultades de supervisión, vigilancia y, en su caso, 
sanción de aquellas empresas que realizan los proyectos 
relacionados con la producción y distribución de energía. 
Asimismo, es significativo facilitar el acceso a la imparti-
ción de justicia, a través de órganos especializados y pro-
cedimientos expeditos.

En el mismo orden de ideas, es fundamental sensibilizar 
a las empresas de la importancia de la responsabilidad so-
cial existente dentro del sector energético, de manera que 
no solo se trata de cumplir con un plan de negocios y el 
desarrollo de proyectos de energía con fines de lucro, sino 
se requiere que en el desarrollo de la actividad económica 
se implementen las medidas necesarias para evitar y miti-
gar la afectación de los derechos humanos de las personas 
que integran las comunidades locales.

La sociedad civil y las Organizaciones No Gubernamen-
tales, a su vez, asumen un compromiso activo en la pro-
tección de los derechos humanos de las comunidades 
locales. Pueden apoyarlas a conocer sus derechos, brin-
darles el apoyo necesario para hacer valer sus derechos, 
y coadyuvar con la denuncia de aquellas prácticas de las 
empresas que pudieran representar una afectación a los 
derechos de las comunidades locales.
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Los compromisos que requieren asumir los sectores pú-
blico, privado y social, son de fundamental importancia, 
sobre todo si se consideran los resultados del Informe de 
(In)justicia energética en América Latina, del año 2021, en 
el cual se ha señalado que en la región ya se han presenta-
do diversos problemas sociales derivados de los proyectos 
de energía renovables, las cuales han sido impulsadas por 
la energía hidroeléctrica, la eólica y la solar. De aquellas, 
según el Informe en cuestión, el sector hidroeléctrico es 
responsable del 79 por ciento de las denuncias de abusos 
contra los derechos humanos, el sector eólico es respon-
sable del 15 por ciento de las denuncias y el sector solar 
del 4 por ciento, en tanto que el otro 2 por ciento se vin-
cula con otras fuentes de energía renovable. Precisamen-
te, uno de los abusos en materia de derechos humanos 
que más se ha presentado es la afectación a los derechos 
de la tierra y territorio, y que, para el caso de México, se 
tendría que sumar el hecho de que es el país que tiene el 
número más alto de denuncias de abusos contra el dere-
cho al libre consentimiento previo, libre e informado. Lo 
anterior, exhorta a continuar con las acciones necesarias 
para difundir los derechos de las comunidades indígenas, 
así como emprender diversas acciones desde el sector pú-
blico, privado y social para generar mayores compromisos 
con la protección de los derechos humanos de las perso-
nas integrantes de las comunidades locales.

[PE].- ¿Cómo se puede garantizar la protección de los derechos hu-
manos de las personas en situaciones de emergencia energética, como 
cortes de energía o crisis climáticas?

[YT].- Es posible garantizar la protección de los derechos 
humanos de las personas en situaciones de emergencia 
energética, a través de políticas públicas que reconozcan 
la problemática por la que atraviesan diversas personas 
en situaciones de emergencia como cortes de energía o 
crisis climáticas. En el diseño de las políticas públicas, se 
requiere considerar a la población que no cuenta con los 
recursos energéticos para realizar sus actividades diarias 
de forma digna y gozar de sus derechos humanos de dig-
nidad, alimentación, salud, acceso al agua, vivienda digna 
y medio ambiente sano, identificar las áreas que requieren 
de mayor atención y fomentar la colaboración del sec-
tor público, privado y social para emprender acciones y 
propuestas contundentes para dar la debida protección 
de los derechos humanos a las personas en situaciones 
de emergencia energética, que carecen de recursos ener-

géticos para una vida digna y decorosa, o bien enfrentan 
problemas como cortes de energía o crisis climática.

En México, en el año 2017, fue posible apreciar un ejem-
plo de acción emprendida entre la Secretaría de Energía 
y el sector privado, cuando se acordó impulsar la susti-
tución de leña y carbón por gas licuado en comunidades 
vulnerables, y así reducir los riesgos de salud y disminuir 
el impacto ambiental. Desde el sector privado también se 
han impulsado acciones tendientes a realizar donaciones 
de equipos de gas licuado de petróleo para la población, 
lo cual apunta a un considerable paso inicial para apo-
yar a las personas más necesitadas de la población. Desde 
luego, faltaría impulsar mayores acciones y compromisos 
para realizar medidas adicionales en favor de las personas 
que se encuentran en situaciones de emergencia energé-
tica, padecen los efectos del cambio climático o cortes 
de energía, lo cual nuevamente requiere un estudio serio 
para identificar la situación de las personas y la colabora-
ción de los sectores público, privado y social para atender 
dicha situación.

Junto con el diseño e implementación de políticas pú-
blicas, es fundamental un andamiaje institucional y nor-
mativo para conocer las necesidades de las personas en 
situaciones de emergencia energética. En este andamiaje, 
adquieren especial relevancia los Derechos Humanos y 
sus Garantías contempladas en la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, el Sistema Interamerica-
no de Derechos Humanos y en general el Derecho Inter-
nacional de los Derechos Humanos, que es un referente 
significativo para evaluar el contenido normativo en ma-
teria energética y determinar, si en un momento dado, las 
disposiciones en materia de electricidad, hidrocarburos y 
cambio climático incorporan medidas tendientes a evitar 
afectaciones en materia de derechos humanos, favorecer 
el acceso a energéticos para las personas vulnerables, bajo 
principios de universalidad, interdependencia, indivisibi-
lidad y progresividad, y en su caso, realizar las reformas 
jurídicas necesarias para asegurar que el sector energéti-
co, no solo se enfoque en asegurar objetivos de carác-
ter económico, como la libertad de competencia -como 
sucede en México-, sino que además, busque garantizar 
la protección de los derechos humanos de las personas 
en situaciones de emergencia energética, como cortes de 
energía o crisis climáticas, un tema que sigue pendiente 
en nuestro país.
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[PE].- ¿Cuál es la responsabilidad de las empresas energéticas en 
respetar los derechos humanos, particularmente en lo que se refiere a 
la responsabilidad social y ambiental?

[YT].- Las empresas asumen un papel significativo con 
respecto a los derechos humanos, particularmente en lo 
que se refiere a la responsabilidad social y ambiental, lo 
cual se puede desprender del contenido del artículo 1º de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, en concatenación con los instrumentos internacio-
nales suscritos por México en materia de derechos huma-
nos. En este marco, adquiere relevancia la Jurisprudencia 
I.7o.A. J/7 (10a.), publicada en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Libro 32, Julio de 2016, Tomo 
III, página 1802, en la cual se estableció que la finalidad 
de proteger los derechos humanos, no solo impone debe-
res a los poderes públicos, sino también a los particulares, 
pues la actuación unilateral del Estado resulta insuficiente 
cuando no se acompaña de conductas sociales dirigidas 
a la consecución de los valores que subyacen tras esos 
derechos, lo que implica que su protección sea una res-
ponsabilidad compartida entre autoridades y gobernados.  
Si bien la Jurisprudencia, en comento, se centra funda-
mentalmente en los derechos de salud y medio ambiente, 
es posible ampliar la interpretación para enfatizar el deber 
de los particulares, incluidas las empresas, de proteger la 
totalidad de los derechos humanos.

De esta manera, las empresas requieren considerar un 
cambio en la realización de sus actividades, de manera 
que no solamente centren su actuar en definir estrategias 
económicas para el desarrollo del plan de negocios, sino 
que además, asuman una responsabilidad social y ambien-
tal, que involucra tener un papel activo en la protección 
de los derechos humanos y en la protección del medio 
ambiente, con lo cual las empresas se vincularían de una 
manera más estrecha con la sociedad para alcanzar lo que 
Adela Cortina denomina como legitimación social.

En esa responsabilidad social y ambiental, es significativo 
que, junto con el marco jurídico nacional, se consideren 
los instrumentos internacionales en materia de derechos 
humanos, los estándares internacionales medioambienta-
les y sociales, como el documento Empresa y Derechos 
Humanos: Estándares Interamericanos de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, así como las 
mejores prácticas internacionales que se han buscado 

implementar en diversas empresas del sector energético 
para la protección de los derechos humanos. Igualmente, 
adquieren relevancia los Objetivos de Desarrollo Soste-
nible de las Naciones Unidas, que permiten advertir la 
problemática y metas en temas de fundamental importan-
cia como energía asequible y no contaminante, la acción 
por el clima, acciones para poner fin a la pobreza y el 
hambre, entre otros, que requieren el trabajo conjunto de 
Estados, sociedad y empresas, ofrecen líneas de acción, la 
identificación de buenas prácticas y estrategias, la adecua-
da elaboración de informes, indicadores, administración 
de riesgos y favorecer la implementación de iniciativas de 
investigación y proyectos para proteger los derechos hu-
manos y el medio ambiente desde el sector energético.

A su vez son de particular relevancia los datos que ofre-
cen organizaciones internacionales como la Organiza-
ción de las Naciones Unidas, la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos o la Comisión Económica para 
América Latina y el Caribe, entre otras, con la finalidad 
de apreciar la situación en la que se encuentra un país 
o una región, en particular, para identificar las acciones 
necesarias que podrían realizar las empresas en un mo-
mento determinado para proteger los derechos humanos 
y el medio ambiente. 

[PE].- ¿Cómo pueden los marcos legales y regulatorios de los Es-
tados asegurar el acceso equitativo y justo a los servicios energéticos, 
en particular para las personas en situación de pobreza o vulnera-
bilidad?

[YT].- Un punto importante, radica en revisar el marco 
jurídico en materia energética, para determinar si efec-
tivamente se considera como prioridad para el Estado 
mexicano para asegurar el acceso equitativo y justo a los 
servicios energéticos, en particular para las personas en 
situación de pobreza o vulnerabilidad y, a partir de ahí 
determinar las acciones pendientes o en su caso reformas 
jurídicas necesarias para asegurar dicho acceso. 

Sobre el particular, se observa que el artículo 113 de la 
Ley de la Industria Eléctrica, contempla que el Gobier-
no Federal promoverá la electrificación de comunidades 
rurales y zonas urbanas marginadas, para lo cual la Se-
cretaría de Energía podrá coordinarse con las entidades 
federativas y los municipios, dependencia que a su vez 
establecerá y supervisará la administración de un Fondo 
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de Servicio Universal Eléctrico para financiar las accio-
nes de electrificación en las comunidades rurales y zonas 
urbanas marginadas, así como el suministro de lámparas 
eficientes y el Suministro a Usuarios Finales en condicio-
nes de marginación.  Adicionalmente, destaca lo previsto 
por el artículo 116 de la Ley en comento, que dispone que 
la Secretaría de Energía establecerá políticas y estrategias 
para suministrar electricidad a las comunidades rurales y 
zonas urbanas marginadas al menor costo para el país, 
en congruencia con la política energética prevista para el 
desarrollo del sector eléctrico y promoviendo el uso de las 
Energías Limpias.

Por su parte, el artículo 124 de la Ley de Hidrocarbu-
ros, contempla que las Secretarías de Hacienda y Crédito 
Público, de Energía y de Desarrollo Social, evaluarán la 
conveniencia y, en su caso, instrumentarán programas de 
apoyos focalizados que tengan como objeto coadyuvar 
con el suministro adecuado y oportuno, a precios asequi-
bles, de combustibles de consumo básico en zonas rura-
les y urbanas marginadas. A diferencia de la materia de 
electricidad, en hidrocarburos no se cuenta con un mayor 
desarrollo normativo para la instrumentación de los refe-
ridos apoyos focalizados.

Hasta este punto, se puede apreciar que dentro de la nor-
matividad energética se contempló la intención de que el 
Gobierno Federal promueva la electrificación de zonas 
rurales y urbanas marginadas. Sin embargo, dichas dis-
posiciones requerirían un mayor desarrollo dentro de la 
normatividad secundaria, con la finalidad de identificar la 
colaboración del sector público, privado y social para el 
logro de objetivos, así como los mecanismos de partici-
pación de las comunidades para solicitar al Estado la rea-
lización de las acciones necesarias para que puedan tener 
acceso a los energéticos necesarios para llevar una vida 
digna y decorosa. 

La necesidad de generar una participación activa a las per-
sonas en situación de vulnerabilidad, igualmente apunta a 
contemplar dentro de la normatividad, los procedimien-
tos y autoridades competentes ante los cuales se puede 
exigir el acceso equitativo a los energéticos en sentido am-
plio, lo cual es significativo en un país como México, en 
donde la atención de la problemática de pobreza energé-
tica requiere que desde las normas y políticas públicas se 
implementen estrategias para que mediante la innovación 

tecnológica, la formación de capital humano, la investiga-
ción y la inversión, se apoye a las personas en situación de 
vulnerabilidad. 

[PE].- ¿Qué medidas pueden tomarse para garantizar la participa-
ción significativa de las comunidades locales y los grupos vulnerables 
en la toma de decisiones sobre políticas y proyectos de energía, a fin 
de proteger sus derechos y sus intereses?

[YT].- En la participación significativa de las comunidades 
locales y los grupos vulnerables, en la toma de decisiones 
sobre políticas y proyectos de energía, en lo general es 
importante considerar las medidas que se desprenden de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, particularmente del artículo 2º, el Convenio número 
169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre 
Pueblos Indígenas y Tribales, las decisiones de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, particularmente 
lo resuelto en el caso “Pueblo Indígena Kichwa de Sara-
yaku vs. Ecuador”, y la interpretación del Poder Judicial 
de la Federación en materia de consultas previas. En lo 
referente al sector energético, resultan aplicables las dis-
posiciones contenidas en la Ley de Hidrocarburos y su 
Reglamento, así como en la Ley de la Industria Eléctrica 
y su Reglamento en materia de consulta previa, libre e in-
formada, e incluso el Acuerdo de Escazú, para garantizar 
el acceso a la información, la participación pública y el 
acceso a la justicia en asuntos ambientales, que igualmen-
te son de particular interés para las comunidades locales y 
los grupos vulnerables.

Lo expuesto previamente, permite considerar dentro de 
las medidas a adoptar para la toma de decisiones sobre 
políticas y proyectos de energía, el proporcionar la infor-
mación veraz, oportuna y adecuada acerca de los alcances 
y en su caso los proyectos de energía. En este punto, ad-
quieren relevancia los principios de sostenibilidad, buena 
fe, libertad, información, pertinencia cultural, transparen-
cia, acomodo y razonabilidad, los estándares nacionales e 
internacionales de la materia, así como el respeto de los 
derechos humanos de las comunidades y pueblos de las 
regiones en los que se pretendan desarrollar. Aunado a lo 
anterior, es relevante contar con un traductor que expli-
que en la lengua de los pueblos y comunidades indígenas 
los alcances del proyecto, e incluso, permita comprender 
la cosmovisión de las comunidades locales y los grupos 
vulnerables para externar las posibles afectaciones de un 
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proyecto energético en su entorno cultural.

Con la información oportuna, se requiere fomentar los 
parámetros para establecer canales de diálogos sosteni-
dos, efectivos, confiables y respetuosos, entre dichas co-
munidades locales y grupos vulnerables, con el Estado y 
el sector privado, con la finalidad de alcanzar un consenso 
en torno al enfoque de la política energética a adoptar o, 
en su caso, de la viabilidad del proyecto. Aquí el Estado, 
requiere tener un papel activo y garante de que no se afec-
tarán los derechos humanos con motivo de la política a 
adoptar o del proyecto energético.

Finalmente, se requiere de un seguimiento de los acuerdos 
adoptados en las mesas de diálogo con la finalidad de salva-
guardar a corto, mediano y largo plazo los derechos de las 
comunidades locales y grupos vulnerables y gocen de los be-
neficios de la política pública o del proyecto a implementar.
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Colaboradores

Perspectivas Energéticas [PE].- ¿Cómo se pueden abordar los 
conflictos de derechos humanos en la exploración y explotación de 
recursos energéticos, especialmente en áreas protegidas o territorios 
indígenas?

Mtro. Miguel Torrijos [MT].- Para el caso de las áreas na-
turales protegidas, inicialmente con la expedición y lue-
go con el cumplimiento del plan de manejo para que sea 
materialmente operativo el Decreto de creación del área 
protegida. En algunas ocasiones, luego de publicado el 
Decreto de creación de las áreas naturales, tarda algún 
tiempo en ser expedido el plan de manejo, en el cual se 
autorizan con claridad las actividades que se pueden desa-
rrollar, principalmente por los habitantes de la zona (área) 
que comprende el territorio de la zona, así como los vi-
sitantes que pueden apreciar y verse beneficiados con las 
riquezas naturales que el área la zona protegida ofrezca.

Es importante señalar lo anterior, porque ese lapso de 
tiempo entre el Decreto y la expedición del plan, deja en 
incertidumbre a habitantes y a visitantes en tanto que no 
hay claridad en las actividades por desarrollar, pudiendo 
incluso propiciar prácticas de corrupción ante esa incerti-
dumbre.

En ese sentido, debe rescatarse la Recomendación Gene-
ral 26/2016 emitida por la Comisión Nacional de Dere-
chos Humanos (CNDH) en la que se recuperan precisa-
mente estos señalamientos entre los que resalta que, para 

expedición del plan de manejo, los habitantes deben con-
tar con un espacio de participación para que, siguiendo 
las líneas directivas del Decreto de creación del área, ex-
presen los posibles inconvenientes que dicho plan puede 
ocasionar en sus comunidades.

En este sentido, quiero destacar que aún y cuando se trata 
de áreas cuya finalidad es la protección y la conservación en 
algunas de sus partes, como sucede en las zonas núcleo, el 
plan de manejo regula también aquellas actividades de apro-
vechamiento y acaso extracción de materiales, por lo que, 
resulta sumamente necesaria la organización de espacios de 
diálogo para que las comunidades se organicen de la mejor 
manera y evitar conflictos en el aprovechamiento de recur-
sos, sobre todo para que el área de protección y no exclu-
sivamente de conservación, tenga un beneficio económico 
organizado y sustentable pudiendo hacer factible tener un 
beneficio económico, ya sea que en dicho aprovechamiento 
sea llevado a cabo directamente por las comunidades o bien 
de manera coordinada con terceros, debido a los montos de 
inversión necesarios, como sucede con las inversiones mine-
ras, definiendo con claridad los impactos de esos aprovecha-
mientos que resentirán los miembros de las comunidades a 
lo largo del tiempo y la forma de remediación.

En los territorios indígenas resulta, de igual manera, in-
dispensable las consultas previas celebradas de manera 
organizada con los integrantes de las comunidades y de-
finir al grupo y sus principales impactos, sobre todo en 

Entrevista con el Mtro. Miguel Ángel Torrijos
Especialista en el sector energético, académico de la

Universidad La Salle México y Secretario General del Departamento de Derecho.
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aquellas actividades que son necesarias para la identidad 
de los habitantes de esos territorios, tales como espacios 
ceremoniales, que pudieran verse afectados por las activi-
dades que en el plan de manejo se contemplen.

Un último punto que considero relevante, puede cen-
trarse en la distribución de los beneficios de aquellas ac-
tividades autorizadas de acuerdo con el plan de manejo 
vigente, sean autorizadas, y evitar su concentración en 
solo algunos de sus integrantes. Entiendo que habrá dife-
rentes tipos de actividades que podrán ser desarrollados 
por miembros de las comunidades en las que habrán be-
neficios diferenciados, pero otros en los que se afecta a la 
comunidad en su totalidad, incluyendo, a lo que incluso, 
pudiera comprometer su identidad, de ahí la diferencia-
ción en la distribución de los beneficios y evitar la puerta 
de entrada a conflictos que pudieran resultar históricos, 
como hemos aprendido, han sucedido en la zona sur del 
país.  De ahí, que la definición de los espacios de pre-
sencia de ciertas comunidades será importante señalarlo 
también de manera conjunta entre las autoridades am-
bientales y las responsables del desarrollo de los pueblos 
originarios.

[PE].- ¿Cómo pueden los Estados garantizar el acceso a la infor-
mación y la participación pública efectiva en los procesos de toma 
de decisiones en materia energética, a fin de proteger los derechos 
humanos y fomentar la transparencia?

[MT].- Las autoridades municipales y de las propias co-
munidades tendrán la obligación de buscar a las autori-
dades en materia energética para que de manera conjun-
ta revisen: 1) Las necesidades de consumo energético y 
con prospectiva de crecimiento de consumo basado en 
el crecimiento poblacional, pero también, en el tipo de 
actividades en crecimiento por desarrollar, tomando al-
gunos parámetros internacionales, y de forma simultánea 
las alternativas de producción in situ de energía para aten-
der esas mismas demandas acompañadas de la conexión a 
los flujos ya disponibles y, 2) Los proyectos que la propia 
Secretaría de Energía reciba para la generación y distribu-
ción de energía y la forma como podría afectarlos, tales 
como: la construcción de presas o la instalación de torres 
de producción de energía de forma eólica, que podrían 
incluso significar algún desplazamiento o impacto en la 
organización de sus comunidades.

Otra opción, compleja por la disponibilidad de accesos 
a dispositivos informáticos, al tipo de información y a la 
forma en cómo se expresa para hacerla accesible al enten-
dimiento de los miembros de las comunidades, consiste 
en la instalación de repositorios de información de fácil 
acceso para la población que estén permanentemente ac-
tualizados, así los interesados, personas o comunidades, 
podrán verificar en tiempo real los proyectos presentados 
para aprobación que pueden afectarles y la forma como 
operan los actuales, con información más detallada, por 
ejemplo, las emisiones que arrojan, en volúmenes y tipos 
de sustancias, y vincularlos a otros sistemas o redes de 
información, como ya sucede en la actualidad con las re-
des de monitoreo atmosférico en la Ciudad de México, 
que recibió hace algunos años la Recomendación General 
32/2018 de la Comisión Nacional de Derechos Humanos 
(CNDH) dirigida a autoridades ambientales y del sector 
energía, para que mantenga el Gobierno de la Ciudad en 
buen estado dichas estaciones que arrojan la información, 
pues de ello depende que los interesados tengan conoci-
miento para la toma de decisiones que les afecten y que 
no se reduzca solo a saber si hay contingencia atmosférica 
o no, sino a participar activamente en proyectos urbanos 
que podrían complicar aún más los flujos vehiculares en 
sus alrededores y que tendrían un impacto en su propia 
vida con una exposición a concentraciones de contami-
nantes, o bien, tratándose de fuentes fijas, si hay proyectos 
para la instalación de industrias cuyas emisiones pueden 
afectar de manera relevante la calidad del aire, participar 
activamente en la revisión de los volúmenes estimados de 
descarga por tipo de sustancia, la periodicidad, la concen-
tración y dispersión proyectadas y cómo afectaría a sus 
comunidades.

Ya con esa información incluso los posibles afectados 
podrían presentar sus propios proyectos y no esperarse a 
los que les presenten otros, ya mediante la aplicación de 
presupuestos sociales participativos o en conjunción con 
los de algunas empresas, que pueden ver beneficiados sus 
propios intereses comerciales en esas comunidades, aten-
diendo a sus posibilidades económicas y no someterlos a 
las condiciones de un mercado no diferenciado.

[PE].- ¿Cómo pueden los derechos humanos, especialmente, ser con-
siderados en el diseño e implementación de políticas y programas de 
energía renovable?
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[MT].- Inicialmente en el diseño de política pública y la 
participación de los interesados, en tanto que en el pro-
ceso de construcción y también en el de evaluación del 
plan nacional de desarrollo sustentable, las personas y 
grupos puedan participar en la revisión y diseño de los 
instrumentos para materializar un proceso de transición 
energética que dependa cada vez menos de los combusti-
bles fósiles, como parte del derecho a vivir en un medio 
ambiente sano para las futuras generaciones.

Esta participación social y opinión pública debe, al me-
nos, considerarse en ese proceso de construcción de po-
lítica pública y definición de metas que serían deseables 
fueran más allá de una gestión de gobierno pues los com-
promisos que ha asumido el país en el orden internacional 
así lo exigen, y que, si claramente son ignoradas por el 
diseñador de dicha política pública, pueda ser recurrido 
por los interesados por medio de juicios de nulidad ad-
ministrativa, similares a los que pueden presentarse por 
los interesados cuando en las manifestaciones de impacto 
ambiental después de haberse realizado las consultas, no 
aparecen al menos consideradas -que no necesariamente 
incorporadas- las propuestas presentadas y opiniones ex-
presadas por los posibles afectados.

En esa misma tesitura, hacer efectiva la Ley de la materia 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 24 de 
diciembre de 2015, revisando que la Comisión Nacional 
para el Uso Eficiente de la Energía (CONUEE) cumpla con 
sus responsabilidades, en particular la obligación de usar 
al menos el 35% de energías limpias para el año 2024, lo 
cual parece ya, de manera inminente, una meta desfasada 
y precisamente ahí, podrán presentarse las acciones lega-
les para impulsar el cumplimiento de esas metas.

El tema ambiental parte de una problemática global, pero 
implica esfuerzos locales, por lo que, los interesados, po-
drían partir de soluciones viables económica y ecológi-
camente para impulsar proyectos tanto de reducción de 
consumos de energía, como en el desarrollo de proyectos 
domésticos o comunitarios de generación de energía lim-
pia, para lo cual, podrían tener acceso al Fondo de Ener-
gías No Convencionales y Gestión Eficiente de la Energía 
(FENOGE) para financiar dichos proyectos.

Finalmente, se pueden desarrollar hasta manuales de bue-
nas prácticas energéticas en aquellas actividades que, bajo 

criterios Paretto, pueden tener un mejor resultado en los 
consumos de energía y en la generación de fuentes lim-
pias, tal como ya sucede en el diseño de casas con orienta-
ción solar maximizando el uso de la energía solar para ilumina-
ción y el uso de calentadores solares, que implican un beneficio 
económico y ecológico, tan solo por señalar algún rubro.

[PE].- ¿Qué medidas se pueden tomar para garantizar la protec-
ción de los derechos laborales y la seguridad de los trabajadores en 
la industria energética, especialmente en la explotación de recursos 
fósiles?

[MT].- Que la Procuraduría Federal de Defensa del Tra-
bajador tenga un rol más activo en la defensa de los inte-
reses de los trabajadores del sector.
Que los trabajadores organizados mediante los sindicatos, 
ahora que tienen una participación más efectiva en sus proce-
sos de elección y ratificación o legitimación de contratos co-
lectivos, establezcan las condiciones mínimas de protección.
Que los sindicatos puedan negociar como instrumento 
colectivo, con los empleadores, condiciones económicas 
más favorables para los trabajadores del sector, atendien-
do a los riesgos que asumen.

[PE].- ¿Cómo pueden los Acuerdos internacionales sobre energía 
y cambio climático garantizar la protección de los derechos huma-
nos, incluyendo los derechos de las personas afectadas por el cambio 
climático?

[MT].- 1. Mediante la creación y operación de organismos 
protectores de derechos humanos en los diferentes ámbi-
tos de competencia o de organismos protectores del am-
biente, que puedan y deban, de oficio, participar en la de-
fensa de las personas o comunidades, potencialmente, o ya 
afectadas por los efectos adversos por el cambio climático.

2. Implementando modelos de análisis, información e 
investigación, tales como Observatorios, mediante los 
cuales las personas y comunidades puedan revisar los 
posibles impactos que por el cambio climático pueden 
padecer y así gestionen las mejores opciones y acciones 
necesarias por implementar en diferentes momentos.

3. Promoviendo esquemas de compensación remedial 
relacionados con la autorización de las fuentes de gene-
ración de gases de efecto invernadero, para que las pro-
pias actividades de generación y transmisión de energía, 
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estén directamente relacionadas con modelos de atención 
y compensación de sus impactos, aunque sea de manera 
parcial, pero con una perspectiva, en lo posible, regional.

4. Mediante la instalación de Juzgados especializados en 
materia ambiental, con la intención de lograr el reconoci-
miento de una competencia común con organismos inter-
nacionales en sus resoluciones, tal como hoy sucede con 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos o bien, 
desde el ámbito de los derechos económicos, sociales, cul-
turales y ambientales, y con un claro sentido de interde-
pendencia que tienen los derechos humanos, se aborden 
las problemáticas climáticas que desconocen fronteras y 
exigen soluciones regionales, como ya está empezando a 
suceder con la migración climática de Centroamérica ante 
la baja producción agrícola, debido al incremento  de tem-
peratura y en consecuencia al bajo rendimiento de pro-
ducción.  Así, habría resoluciones vinculantes para uno o 
más países partiendo de diagnósticos regionales.

5. Mediante la implementación efectiva de los espacios 
de participación personal y comunitaria en la toma de de-
cisiones y en la construcción de su planeación y ordena-
miento territorial regional.

[PE].- ¿Cuáles son las obligaciones de los Estados para garantizar 
el acceso a la justicia y los recursos efectivos para las personas y 
comunidades que se ven afectadas por los impactos negativos de la 
producción y distribución de energía?

[MT].- 1. Introduciendo y haciendo efectivas las evaluacio-
nes de impacto social a que se refieren las Disposiciones 
administrativas de carácter general sobre el impacto social 
en el sector energético, publicadas en el Diario Oficial de la 
Federación el día 1° de junio del 2018, derivado de la obli-
gación que tiene la Secretaría de Energía, proveniente de lo 
dispuesto en el artículo 33 fracciones I, IV y XXI de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Federal, de promo-
ver a los particulares en las actividades del sector, así como 
en lo previsto en los artículos 79 y 81 del Reglamento de la 
Ley de Hidrocarburos, 86 y 87 párrafo segundo del Regla-
mento de la Ley de la Industria Eléctrica.  En esa tesitura, 
la Secretaría debe revisar el o los planes de gestión social y 
las medidas de mitigación propuestas y por adoptar.

2. En materia ambiental, por medio de la Secretaría de 
Medio Ambiente y Recursos Naturales, debe garantizar la 

participación de las personas y comunidades afectadas en 
el proceso de integración de las manifestaciones de im-
pacto ambiental de los proyectos de producción de ener-
gía, revisando que las convocatorias sean lo suficiente-
mente amplias y con la suficiente certidumbre para todas 
las partes involucradas, para que revisen los posibles afec-
tados, personas o comunidades, el grado de afectación y 
cómo se propone mitigar esas afectaciones o incluso, si a 
su parecer, la propuesta ni siquiera es viable.

3. Procurando la protección de derechos de acceso a la 
información, participación y justicia ambientales de las 
personas y comunidades, mediante la promoción del 
Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la 
Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos 
Ambientales en América Latina y el Caribe (Acuerdo de 
Escazú), vigente en México desde abril del 2021, mediante 
el cual, el Estado tiene la obligación de procurar a los in-
teresados la información ambiental necesaria de aquellos 
temas que consideren relevantes y que puedan afectarles.

4. Actualizar y difundir el Ordenamiento Ecológico del 
Territorio, para que las personas y comunidades conozcan 
los servicios ambientales que pueden disfrutar y partiendo 
de ese diagnóstico básico, sepan defender los beneficios 
ambientales que dichos servicios les acarrean, así como las 
oportunidades de desarrollo que implica para ellos mismos 
los proyectos de producción y distribución de energía.

5. Vincularse con las organizaciones sociales ya acredita-
das como actoras en materia de responsabilidad ambien-
tal, así como los organismos de defensa de oficio exis-
tentes y especializados en el tema, para que tengan un 
encuentro con personas o comunidades interesadas por 
su posible afectación, y orientarlas en las acciones legales 
que puedan emprender en caso de responsabilidad am-
biental, desde lograr la participación efectiva en los pro-
cesos de consulta, pasando por la solicitud de nulidad de 
aquellos actos que les causen perjuicio o que hayan igno-
rado la participación de las comunidades, hasta demandar 
la indemnización por la afectación ya materializada.
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Seguimiento de la 
política energética 

de México

Mtra. Verónica Yazmín Gómez Calzada

Entorno nacional

En enero, México fue sede de la X Cumbre de Lí-
deres de América del Norte (CLAN) que reunió 
a Joe Biden, Justin Trudeau y Andrés Manuel 

López Obrador para discutir diversos temas en común, 
entre ellos, la agenda de energías limpias y la necesidad 
por responder de manera urgente al cambio climático. 
Entre los principales instrumentos y medidas de coo-
peración trilateral señaladas destacan los siguientes:

1. La reducción de al menos 15% de metano en el sector 
de residuos sólidos y aguas residuales para 2030 en com-
paración con los niveles de 2020. Además, profundizar en 
la medición y mitigación de residuos y metano agrícola.

2. Compartir información para el desarro-
llo de herramientas de descarbonización y elec-
trificación del transporte público; autobuses. 

3. Desarrollar un plan estratégico para la instala-
ción de cargadores eléctricos en las fronteras in-
ternacionales de los tres países para garantizar la 
transición de vehículos eléctricos sin dificultad. 

4. Impulsar el hidrógeno verde (limpio) como una fuen-
te regional de energía limpia. Incluye la cooperación en 
investigación y desarrollo de códigos y normas de segu-
ridad, agrupaciones transfronterizas de hidrógeno, corre-
dores de carga verdes y operaciones marítimas integradas.

Por otro lado, entre las quejas presentadas por Trudeau 

y Biden al gobierno de López Obrador se plantearon los 
siguientes puntos: EU y Canadá objetan que se dé pre-
ferencia a la CFE en el despacho eléctrico; el retraso en 
permisos para proyectos energéticos; la prórroga a PE-
MEX para comercializar diésel con altos niveles de azu-
fre y, la directriz de la  SENER que obliga a privados a 
comprar gas natural a PEMEX y a la CFE. Ante esto el 
gobierno mexicano respondió que está trabajando en 
cada uno de los puntos para mejorar la relación trilateral.
. 
La Cumbre finalizó apuntando hacia el impulso de 
una región norteamericana más integrada y com-
petitiva en materia energética, con lo cual, se esta-
bleció la creación de un comité de funcionarios (de 
los tres países) que se encargará de realizar un diag-
nóstico para cumplir con los objetivos planteados.
 
Por otra parte, ya en diciembre de 2022 PEMEX anun-
ció su Plan de Negocios 2023-2040 en el que contem-
pla el tema del hidrógeno verde como la posible fuente 
para los procesos de hidrotratamiento en la producción 
de metanol y fertilizantes, así como un combustible di-
recto. Otro punto importante que planteó la petrole-
ra estatal en su Plan de Negocios 2023-2040 tiene que 
ver con la producción de petróleo, en donde señala-
ba que para el término del 2023 la petrolera estima-
ba una producción de 1 millón 966 mil barriles diarios.

De acuerdo con estadísticas de PEMEX, la produc-
ción de crudo más condensados registró su mayor in-
cremento desde 2018 con un total de 1 millón 850 mil 
barriles diarios durante enero. En términos genera-
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les durante el primer trimestre del 2023, la produc-
ción de hidrocarburos líquidos de PEMEX junto con 
sus socios sumó un promedio de 2 millones 41 mil 
barriles por día, su mejor cifra desde septiembre de 
2018, cuando se produjeron 2 millones 63 mil barriles.

PEMEX es la principal empresa que produce petróleo en 
el país, no obstante, la participación de los privados ha au-
mentado en los últimos meses, pues en noviembre del año 
pasado el 95.5% del total de la producción correspondía a 
la empresa estatal, mientras que para enero de este año este 
porcentaje se redujo al 93.5% de la producción nacional.

Al cierre del 2022 se registraron 4,957 gasolineras de 
marcas distintas a Pemex, equivalentes al 37% que ven-
den combustibles en el territorio mexicano, de acuer-
do con datos de la consultoría PETROIntelligence.  Ade-
más de Pemex, las marcas con mayor presencia en el 
país son las británicas BP y Shell con 491 y 238 gaso-
lineras, respectivamente, la española Repsol con 258 
estaciones de servicio y el consorcio mexicano G500 
que cuenta con 455 gasolineras en 22 estados del país.

En febrero PEMEX comenzó negociaciones con Gold-
man Sachs y con JP Morgan para un financiamiento 
garantizado por crudo y ventas de gasolina en México. 
Los acuerdos pretenden recaudar al menos mil millones 
de dólares para PEMEX que busca abonar al pago de su 
deuda pendiente, la cual asciende a 105 mil millones de 
dólares, aproximadamente; con alrededor de 8 mil mi-
llones de dólares con vencimiento a este año. La petro-
lera dio a conocer a través de su Plan Anual de Finan-
ciamiento 2023 que emitirá bonos en los mercados de 
deuda internacionales, comenzando con 2,000 millones 
de dólares que colocó en una emisión de bonos a 10 años.

En respuesta a lo anterior, la agencia S&P otorgó una ca-
lificación de “BBB” a las nuevas notas senior de PEMEX. 
Mientras que analistas del sector energético como Arturo 
Carranza, director de Proyectos de Energía en Akza Con-
sultores, señaló que “las responsabilidades financieras de 
PEMEX, asociadas con el pago de amortizaciones de su 
deuda, se han convertido en un problema para la empre-
sa” y que la emisión de bonos “no se hizo en el momento 
más adecuado, ya que el elevado costo pudiera dificul-
tar la solvencia de la petrolera para el mediano plazo”.

Por su parte, el presidente de la República, Andrés Ma-
nuel López Obrador comentó que la Secretaría de Ha-
cienda ayudará a PEMEX en caso de que no pueda pa-
gar su deuda financiera. Cabe señalar que desde el 2019, 
el gobierno ha proporcionado alrededor de 45 mil mi-
llones de dólares en exenciones de impuestos, capita-
lizaciones y otros financiamientos a la petrolera estatal.

A un año de que PEMEX adquiriera la refinería de Deer 
Park, esta obtuvo ganancias aproximadas de mil millones 
de dólares y 400 millones de dólares en utilidades, aún con 
la refinería trabajando al 85% de su capacidad total. Se es-
pera que para finales de este año, la refinería produzca 244 
mil barriles por día de combustibles, de los cuales 118 mil 
serán de gasolina, 99 mil de diésel y 27 mil de turbosina.

La refinería texana considera que el Programa de Reha-
bilitación del Sistema Nacional de Refinación (SNR) ha 
mejorado de forma muy importante las cifras del pro-
cesamiento de petrolíferos de PEMEX, por lo cual la 
petrolera mexicana busca replicar su éxito en las seis 
refinerías de México (Tula, Salina Cruz, Minatitlán, Sa-
lamanca y Cadereyta) a través del intercambio de infor-
mación con los trabajadores, estrategias de planeación y 
ejecución del mantenimiento que se realiza en Deer Park.

Por otro lado, en febrero comenzó a operar el Proyecto 
Metro-energía que surgió tras el incidente del incendio 
de la Subestación Buen Tono el 9 de enero de 2021 que 
provocó la suspensión temporal del servicio de 6 líneas 
del Metro (actualmente las líneas 1, 2 y 3 se mantienen 
operando con capacidad reducida). Inició como un pro-
ceso paulatino de migración para energizar esas líneas.

El presidente Andrés Manuel López Obrador informó 
que licitará la construcción de 10 parques industriales 
en el Corredor Transístmico del Istmo de Tehuantepec, 
en Oaxaca. Cuatro de estos parques se asignarán a CFE 
y el resto podrían estar financiados por Estados Unidos, 
esto como parte de los compromisos asumidos con el 
gobierno de Biden para el combate al cambio climático. 

Se inauguró la primera etapa (de tres) de la central de 
energía solar fotovoltaica de Puerto Peñasco en Sonora, 
catalogada como la más grande de América Latina y la 
quinta a nivel mundial. La central eléctrica de la com-
pañía estatal Comisión Federal de Electricidad (CFE) 
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se encuentra al norte del país, cerca de la frontera con 
Estados Unidos, prevé una capacidad instalada de 1,000 
megawatts (MW) y 120 MW de baterías como respaldo. 

En el aspecto social, durante la primera semana de mar-
zo, previo a la celebración del 85 aniversario de la expro-
piación petrolera, las manifestaciones de los trabajadores 
de PEMEX aumentaron. Desde hace casi un año, trabaja-
dores de la empresa petrolera han protestado en el cru-
ce de las avenidas Paseo Tabasco y Ruiz Cortines y a las 
afueras del Hospital Regional de PEMEX en Tabasco de-
mandando mejor atención médica. Asimismo, inició una 
demanda por parte de los médicos residentes de Pemex 
a quienes se les negó renovar su contrato sin justifica-
ción legal por parte de autoridades de la petrolera, esto 
después de haber participado en la protesta para exigir 
el pago completo de su aguinaldo de diciembre pasado.

Mientras tanto, la CFE obtuvo una concesión para de-
sarrollar una red compartida mayoristas de servicios de 
telecomunicaciones fijas. Es decir, terceras empresas po-
drán contratar a la CFE para revender paquetes de servi-
cios de telefonía o internet de banda ancha directamente 
al consumidor final. Con esto, la paraestatal se convierte 
en un nuevo actor de esta industria (telecomunicaciones) 
en la que Telmex, Totalplay, Megacable e Izzi Telecom 
dominan el segmento de los servicios fijos en el país.

El director general de Telecomunicaciones e Internet 
para Todos (CFE-TEIT), David Pantoja Meléndez informó 
que el programa “Internet para Todos” ha logrado una co-
bertura de 78% en las 531 cabeceras municipales que no 
contaban con conectividad hasta 2018 y señaló que para 
finales del año en curso, se lograría la cobertura del 100%. 
Desde febrero la CFE formó una alianza con la compañía 
global Viasat (que cotiza en la bolsa de Nueva York) para 
brindar Internet satelital a 850 comunidades alrededor 
del territorio mexicano que carecen de este servicio. Con 
la visita de Elon Musk a México en marzo, se anunció 
que el proyecto “Internet para todos” utiliza tecnología 
de la empresa SpaceX, propiedad de Musk así como de 
la mexicana Tangerine Electronics y CFE Telecom. Con 
esta tecnología, se busca reducir la brecha digital del país 
y lograr mejores oportunidades para las personas en áreas 
con poco acceso a las Tecnologías de la Información. 

Por otro lado, Elon Musk aún no detalló un plan de in-

versión específico para México, pero con el desarrollo 
de la nueva planta o Gigafactory de Tesla en Santa Ca-
tarina, Nuevo León (que pretende estar lista para finales 
de este año) el gobernador de este estado, Samuel Gar-
cía, manifestó que no solo llega Tesla, si no que llegará 
todo un clúster de nuevas industrias como la mecatró-
nica, electrónica, aeroespacial, energías renovables, chips 
y semiconductores. De acuerdo con la CFE, el estado 
cuenta con la capacidad y disponibilidad de energía su-
ficiente para emprender los proyectos señalados. La CE-
NACE comunicó que la demanda del Sistema Eléctrico 
Nacional en el noreste del país es de 7,988 MW, mien-
tras que la generación neta es de 11,973 MW, e incluso, la 
CFE anunció la intención de brindar suministro a la plan-
ta de Tesla por medio de la central de Puerto Peñasco.

El 4 de abril Andrés Manuel López Obrador anunció la 
adquisición a Iberdrola de 13 plantas de generación de 
energía eléctrica que la empresa española tenía en el te-
rritorio mexicano, equivalentes a 8 mil 500 megavatios, 
es decir, el 80% de su capacidad total en el país. De estas 
plantas, 12 son de tecnología de ciclo combinado (Monte-
rrey I y II, Altamira III y IV, Altamira V, Escobedo, La La-
guna, Tamazunchale I, Baja California y Topolobampo II 
y III, Monterrey III y IV, Tamazunchale II y Enertek), y una 
más de energía eólica: el parque de La Venta III en Oaxaca.

El jefe del Ejecutivo Federal señaló que lo anterior 
significa el rescate de la CFE y la nacionalización de 
la industria eléctrica ya que la empresa pública pasa-
rá de generar el 39.6%1 al 55.5% del total de la ener-
gía en el país al ser quien opere las nuevas plantas.

Rogelio Ramírez de la O, secretario de Hacienda y Crédi-
to Público (SHCP) comentó que la compra de las 13 em-
presas tuvo un costo de casi 6 mil millones de dólares y 
se realizó con inversión nacional y un fondo administrado 
por Mexico Infraestructure Partners (MIP) que desde 2015 
funciona como un fondo de capital de riesgo especializa-

1 La Gaceta Parlamentaria Número 5877-I, enuncia que el sector 
privado genera alrededor del 62% de la energía eléctrica del país, in-
cluidos los Productores Independientes de Energía (PIEs) con 31%, 
mientras que la CFE provee solo el 39% equivalentes a 43,723 MW 
de capacidad efectiva. Cámara de Diputados (2021). Iniciativa de De-
creto por el que se reforman los artículo 25, 27 y 28 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos. En línea: http://
gaceta.diputados.gob.mx/PDF/65/2021/oct/20211001-I.pdf
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do en el sector energético, hidráulico, de comunicaciones
y transporte del país. El Fondo Nacional de Infraestructu-
ra (FONADIN) tiene una participación mayoritaria en MIP.

Además de la adquisición de las 13 plantas eléctricas a 
Iberdrola, la administración federal ha desarrollado otros 
proyectos en el sector como son la construcción de dos 
plantas de ciclo combinado en Yucatán y la compra de 
una planta de este tipo en Baja California Sur. Asimis-
mo, se han cambiado turbinas y modernizado una do-
cena de hidroeléctricas alrededor del país, para asegurar 
que la CFE genere el 65% de la energía en México, de 
acuerdo con López Obrador, quien apuntó que a partir 
de estas acciones pretende concluir su sexenio en sep-
tiembre del próximo año sin aumentos en el costo de 
la energía eléctrica suministrada por la empresa estatal.
 
Cabe señalar que en enero las tarifas de la CFE tuvieron 
un incremento del 7.1%, como parte de los ajustes pre-
vistos por la inflación anual. El costo del Kilowatt-hora 
(Kw-h) durante el primer mes del año fue de MXN $0.945 
pesos para los usuarios en tarifa doméstica por cada uno 
de los primeros 75 kilowatts-hora ($/kWh) que consu-
man. Este precio se mantuvo en febrero, registró un au-
mento en marzo a MXN$ 0.957 pesos y, la CFE ya ha anun-
ciado que para mayo el costo será de MXN$ 0.969 pesos.
   
Por último, en la semana final de abril se dieron a conocer 
los informes trimestrales de la CFE y de PEMEX. El infor-
me trimestral de la CFE reportó que obtuvo una utilidad 
neta por 32,113 millones de pesos, es decir, 271% más de 
lo que registró en el mismo periodo de 2022. Esto fue gra-
cias a que el precio del gas a nivel mundial se ha estabiliza-
do tras las especulaciones sobre los precios de los combus-
tibles por la guerra entre Rusia y Ucrania. En este sentido, 
los costos de operación de CFE se ubicaron en 123,051 
millones de pesos en el primer trimestre de 2023, 6.1% 
menor al mismo periodo de 2022. En cuanto a Pemex, su 
informe trimestral observó un desempeño positivo con 
relación al cuarto trimestre de 2022, en en el que tuvo 
pérdidas por 172 mil 567 millones de pesos, sin embargo, 
sus utilidades en los primeros meses del 2023 fueron me-
nores en comparación con las reportadas en igual lapso 
de 2022, cuando registró 122 mil 493 millones de pesos.

Entorno internacional
  
En la semana del 16 al 20 de enero se llevó a cabo el en-
cuentro anual del Foro Económico Mundial 2023 en la 
ciudad de Davos, Suiza. En materia energética, destacó la 
necesidad por migrar de los combustibles fósiles a fuentes 
limpias. De igual manera, se hizo énfasis en que la región 
de Latinoamérica tiene un amplio potencial e importan-
tes recursos que aportar al sector energético renovable.

Por lo que respecta al precio del gas natural, este registró 
una baja. En febrero, el informe Short-Term Energy Out-
look (STEO) de la Energy Information Administration re-
dujo su previsión en los precios del gas natural en 30%, 
es decir, 3.40 dólares por MMBtu para 2023 en compa-
ración con los 4.90 dólares por MMBtu de enero. Cabe 
señalar que el precio de este combustible el año pasado 
equivalía a 6.42 dólares por MMBtu, aproximadamente. 

El 24 de febrero se cumplió un año de la invasión de 
Rusia a Ucrania. En esos 365 días, los precios de los 
energéticos han sido diez veces más altos que el pro-
medio histórico. Derivado de esto, empresas como 
Aramco, Shell, Exxon e Iberdrola, entre otras, han te-
nido ganancias millonarias. Por otra parte, la Unión 
Europea (UE), el mayor dependiente del gas ruso ha 
logrado sustituir aproximadamente 54% del suminis-
tro que adquiría de Moscú respecto al año anterior.

En este sentido, un estudio realizado por la consultora 
internacional McKinsey señaló que la guerra ruso-ucra-
niana podría acelerar la descarbonización de la economía 
y acelerar la transición energética. La consultora apun-
ta que la escasez de combustibles como el gas natural, 
provocada por la guerra, impulsó el aumento de los con-
tratos a largo plazo para la generación eólica y solar en-
tre 19% y 12%, respectivamente, durante el año pasado. 

Por otro lado, en Europa se mantiene el debate en torno a 
la generación de energía nuclear para hacer frente a la crisis 
energética. En lo que va del año, Alemania ya ha desconec-
tado los últimos reactores nucleares que aún tenía en funcio-
namiento, mientras que España ha prolongado la fecha has-
ta el 2035. Por su parte, Emmanuel Macron, el presidente de 
Francia ha anunciado que continuará con el uso de las centra-
les nucleares e incluso, construirá 14 nuevos reactores. Cabe 
señalar que Francia se abastece en su mayoría de energía nu-
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clear con alrededor del 41% del total de su matriz energética.
No obstante, la Organización Nacional de Países Expor-
tadores de Petróleo (OPEP) se ha mostrado en desacuerdo 
con la falta de apoyo al gasto en hidrocarburos, principal-
mente por parte de la Agencia Internacional de la Energía 
(IEA, por sus siglas en inglés). El secretario general de 
la OPEP, Haitham Al Ghais, comentó que la IEA ha dis-
puesto recortes en la producción del organismo petrole-
ro frente al impulso de las fuentes renovables de energía. 

Al Ghais apuntó que el llamado de la IEA a frenar las in-
versiones en el sector de hidrocarburos podría provocar 
la volatilidad en el mercado del petróleo debido a que las 
previsiones del mercado internacional registran un incre-
mento en la necesidad de dichos productos para estimular 
el crecimiento económico y el bienestar en las siguientes 
décadas, principalmente en los países en vías de desarrollo.
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Muller, Richard A. (2009). Física para futuros presidentes. 
Antoni Bosch. 

Este libro está digirido a los ciudadanos que desean cono-
cer las problemáticas del mundo actual, donde la energía y 
el cambio climático cobran considerable importancia. Así, 
el libro aborda de una manera crítica la escasez del petró-
leo, las alternativas ante este panorama, la energía nuclear 
y la energía solar. También se ocupa de otros temas funda-
mentales para la sociedad moderna que van desde el espa-
cio y lo que hay todavía por descubrir en el, hasta cuestio-
nes de seguridad, terrorismo y armas químicas. El objetivo 
es acercar a todos a la ciencia de una manera sencilla.

Muller. Richard A. (2019). Energía para futuros presidentes. 
Libros Grano de Sal.

En esta edición Muller analiza la relación entre la política 
y la energía como elementos decisivos e indivisibles. El 
autor afirma “la energía es el producto más importante 
del mundo actual”, y por ello también lo son las decisio-
nes que se toman en la materia desde el ámbito público 
y desde las individualidades de aquellos que ostentan el 
poder.  En sus conclusiones Muller nos dice “la energía 
es difícil, es malentendida y está politizada”, frase que re-
sume los entramados del sector energético y muestra la 
necesidad de  que figuras de autoridad, desarrolladores y 
ciudadanos conozcan el tema.
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Brito, Rodrigo, Orellana, Alfredo y Reyes, Carlos Hum-
berto. (2017). Vademécum de Energía. Tirant Lo Blanch

Como su título lo indica, este texto comprende un Va-
demécum, es decir, una especie de guía sobre el sector 
energético que los autores consideran necesaria luego de 
los cambios implementados por la Reforma Energética 
del 2013, primordialmente en el ramo de hidrocarburos.

La premisa del libro es que estas modificaciones facilita-
ron una especialización a través del surgimiento de nue-
vas leyes, instituciones y actores.

Anglés, Marisol y Palomino, Margarita. (2019). Aportes 
sobre la configuración del derecho energético en México. Universi-
dad Nacional Autónoma de México/Comisión Regu-
ladora de Energía.

Este volúmen reúne el trabajo de 14 académicos e investi-
gadores que ofrecen un panorama amplio de las cuestiones 
energéticas más importantes de los últimos años que se 
detallan a través de cinco apartados: 1) La Reforma Ener-
gética y transformación del Derecho Público, 2) El Marco 
Constitucional del Derecho Energético, 3) El Sector Eléc-
trico, 4) El Sector Hidrocarburos y 5) Derechos Humanos, 
Medio Ambiente y Cambio Climático. 
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Invitamos a nuestros lectores a visitar nuestra nueva página web para 
mantenerse al tanto de los futuros eventos y publicaciones 

del Programa de Energía

https://programaenergia.colmex.mx/
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Invitamos a nuestros lectores a seguirnos en 
todas nuestras redes sociales para mantenerse al tanto 

de los futuros eventos y publicaciones 
del Programa de Energía
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